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III. políticas y prácticas comerciales, por medidas
1) Introducción

1. Papua Nueva Guinea viene aplicando una política de apertura comercial desde el año 2000.  Si bien la economía está más abierta hacia el exterior, puesto que se han reducido las restricciones a la importación, en especial los aranceles, y en general hay relativamente pocos obstáculos no arancelarios formales, la política comercial del país se ha orientado en principio a la "internalización" del valor añadido en los sectores agrícola, minero y manufacturero (incluidos los productos alimenticios) con el fin de promover la sustitución de las importaciones y de diversificar la economía, demasiado centrada en la extracción de minerales y petróleo.  Durante el período objeto de examen se aplicaron con éxito las reformas tributarias y arancelarias complementarias puestas en marcha en 1999 con objeto de conseguir que los ingresos fiscales fueran menos dependientes de los aranceles y de esta manera mejorar la eficiencia económica.  Los aranceles siguen siendo el principal instrumento de protección de las políticas comerciales de Papua Nueva Guinea, aun cuando en este momento representan menos del 3 por ciento de los ingresos fiscales, en comparación con cerca del 30 por ciento en el decenio de 1990.  La pérdida de ingresos fiscales se compensó en gran parte con otros impuestos, entre ellos la introducción de un impuesto sobre el valor añadido aplicable a los bienes y servicios (que a partir de 2004 recibió el nombre de impuesto sobre bienes y servicios), con la ampliación de la cobertura de los impuestos especiales para sustituir los aranceles sobre determinados bienes y hasta hace poco unos fuertes ingresos fiscales procedentes de los minerales.

2. Como consecuencia de la reforma arancelaria realizada durante el período de examen, el promedio (no ponderado) de los aranceles NMF aplicados se redujo del 20,5 por ciento en el primer semestre de 1999 al 5,1 por ciento en 2006, nivel en el que se han mantenido.  Los aranceles NMF aplicados suelen ser mucho más elevados para los productos agropecuarios;  su promedio aritmético (definición de la OMC) es del 12,5 por ciento desde 2008, mientras que el de los productos no agropecuarios es del 3,9 por ciento (33,2 por ciento y 18,5 por ciento respectivamente antes de mediados de 1999).  Alrededor del 77 por ciento de las partidas arancelarias están exentas de derechos.  Hay básicamente tres bandas de tipos arancelarios no nulos:  15 por ciento, 25 por ciento y 40 por ciento, que se redujeron de manera escalonada en su mayor parte desde un 25 por ciento, un 35 por ciento y un 50 por ciento, respectivamente, mediante el Programa de Reducción de los Aranceles aplicado desde mediados de 1999 hasta el año 2006.  El tipo del 70 por ciento sobre el azúcar no se redujo al 40 por ciento como estaba previsto y se mantendrá hasta 2011.  Los últimos cambios registrados consistieron principalmente en el aumento de algunos aranceles en el Presupuesto de 2007.  Los aranceles son transparentes;  los derechos específicos (no ad valorem), que tienden a ocultar tipos relativamente elevados, representan sólo el 1 por ciento de las partidas arancelarias.
3. Las reducciones adicionales a tipos arancelarios más bajos y uniformes mejorarían la eficacia en el uso de los recursos y disminuirían la tendencia contraria a las exportaciones que todavía crean los aranceles, que gravan dichas exportaciones sea directamente, cuando se perciben sobre los insumos (con independencia de si son importados o de origen nacional), sea indirectamente.  En el Presupuesto de 2010 se aplazaron las reducciones arancelarias adicionales hasta 2011, debido a la contracción de la economía como consecuencia de la crisis financiera mundial y la bajada de los precios de los productos básicos y la consiguiente disminución de los ingresos fiscales procedentes de los minerales.  Si bien el Gobierno parece seguir decidido a aplicar estas reducciones arancelarias, hay una presión interna a favor de la protección mediante aranceles más elevados y al parecer existe un vacío desaconsejable en la política arancelaria que menoscaba la previsibilidad de los aranceles.  Esta presión, que se refleja asimismo en una oposición a nuevas reformas arancelarias, se ve acentuada por el amplio descontento de los fabricantes ante el fracaso del Gobierno en lo tocante a la reducción de los obstáculos que impiden el desarrollo económico y del sector privado de Papua Nueva Guinea (por ejemplo, atendiendo las necesidades de infraestructura, mejorando el orden público y reduciendo los elevados costos de la actividad empresarial), que consideraban como una parte esencial del consenso para respaldar el Programa de Reducción de los Aranceles.
4. Papua Nueva Guinea consolidó todas sus partidas arancelarias a un tipo medio (no ponderado) del 32,8 por ciento.  La elevada diferencia de 27,7 puntos porcentuales entre este tipo y los tipos NMF medios aplicados, ampliada por reducciones arancelarias unilaterales, deja al país un margen considerable para aumentar los aranceles dentro del límite de sus compromisos, lo que contribuye también a la imprevisibilidad del arancel.  Sin embargo, los aranceles aplicados sólo se han aumentado de manera ocasional.  Al parecer los aranceles aplicados a un pequeño número de partidas exceden de los tipos consolidados.
5. El Servicio de Aduanas de Papua Nueva Guinea ha facilitado el comercio mediante la modernización de los procesos y procedimientos.  El programa SIDUNEA se ha perfeccionado y se ha pasado a la versión SIDUNEA ++.  Los corredores de aduanas pueden presentar las declaraciones por vía electrónica, pero la implantación de esta vía ha sido lenta y no está completa.  Se inspeccionan alrededor del 10 por ciento de las mercancías.  La gestión del riesgo se está organizando lentamente.  La lentitud del despacho de aduanas parece obedecer a retrasos materiales debidos a unos servicios de cuarentena y portuarios inadecuados.  La transparencia del Servicio de Aduanas ha mejorado.  Papua Nueva Guinea se incorporó a la Organización Mundial de Aduanas en 2002.  Se encuentra en proceso de adhesión al Convenio de Kyoto revisado y parece que cumple todos los requisitos obligatorios.
6. Papua Nueva Guinea cumple los compromisos sobre valoración en aduana contraídos en el marco de la OMC y aplica el valor de transacción.  No tiene legislación en materia de medidas antidumping, compensatorias o de salvaguardia.  A finales de 2004 se suprimió un gravamen del 2 por ciento aplicable a todas las importaciones que se introdujo en diciembre del 2003.  Papua Nueva Guinea no grava actualmente las importaciones con ningún otro derecho o carga discriminatorio.  Las importaciones de petróleo refinado están exentas de derechos, pero están prohibidas por un período de 30 años, en virtud de un acuerdo del Gobierno con el operador de la refinería de petróleo como parte de su construcción.
7. Papua Nueva Guinea no tiene contingentes de importación ni disposiciones mínimas sobre concesión de licencias de importación.  Controla las importaciones sobre todo por motivos de salud pública, seguridad nacional y protección del medio ambiente.  Hay excepciones como la prohibición de importar productos de aves de corral crudos y huevos y las restricciones a la concesión de licencias para productos de aves de corral cocinados y elaborados.  Las restricciones en materia de cuarentena o sanitaria y fitosanitaria sobre ciertos productos, aparentemente basadas en una evaluación del riesgo, parecen ser más restrictivas para el pescado, pero se aplican también a otros productos, por ejemplo las frutas, las hortalizas y la carne.
8. El régimen de exportación sigue siendo relativamente abierto.  Las tasas de exportación, que tiene una cobertura limitada, se aplican fundamentalmente a las pieles de cocodrilo y la madera en rollo a un tipo del 28,5 por ciento f.o.b.;  este tipo sustituyó el tipo progresivo en 2007, fecha en que se aplicó un impuesto adicional de 8 kina por metro cúbico.  Las exportaciones de determinados árboles están prohibidas por motivos ambientales.  Se necesitan licencias de exportación para muchos productos primarios y varias juntas de comercialización oficiales tienen derechos exclusivos de exportación.  Papua Nueva Guinea también subvenciona exportaciones de manufacturas mediante desgravaciones fiscales para las empresas (incluidas las que se están creando en zonas de elaboración para la exportación), cuya eficacia en función de los costos es dudosa.
9. La contratación pública se ha reformado, pero sigue siendo un instrumento importante de la política industrial:  los proveedores locales se benefician de un margen preferencial del 7,5 por ciento sobre los contratos de un valor de 1 a 10 millones de kina y se les reservan los que no llegan al millón de kina.  Papua Nueva Guinea ha mejorado su sistema de normalización y de evaluación de la conformidad y aplica fundamentalmente normas internacionales.  Las empresas estatales dominan numerosos sectores de servicios de infraestructura fundamentales, como la electricidad, las telecomunicaciones, la aviación, el abastecimiento de agua y el servicio de alcantarillado, los servicios postales y los puertos.  La Comisión Independiente de Competencia y Consumo, creada después del último Examen, se encarga de la aplicación de la política de competencia, que incluye la reglamentación de los principales proveedores de servicios estatales, la legislación en materia de fusiones y la administración y vigilancia de las medidas de control de precios.  Papua Nueva Guinea ha adoptado serias medidas para mejorar la protección de la propiedad intelectual modificando legislación fundamental;  sin embargo, la aplicación y observancia sigue constituyendo un reto importante, puesto que la importación, reproducción y venta de mercancías falsificadas y pirateadas ha aumentado.  El Servicio de Aduanas puede emprender ex officio medidas para suspender de oficio el despacho de mercancías importadas sospechosas de ser ilegales o pirateadas en nombre de los titulares de derechos registrados (sólo tres en 2008).  Las importaciones paralelas no están prohibidas.
2) Medidas que afectan directamente a las importaciones
i) Registro, documentación y administración de aduanas

10. El Servicio de Aduanas de Papua Nueva Guinea se separó de la Comisión Tributaria en enero de 2010.  La principal legislación en la materia es la Ley de Aduanas de 1951 (modificada) y los reglamentos de aplicación.  Entre las modificaciones importantes introducidas desde 2007 cabe mencionar el establecimiento de un Tribunal de Examen del Servicio de Aduanas independiente encargado de analizar las decisiones de dicho organismo tras un primer recurso interno al Comisario General (las decisiones del Tribunal son recurribles ante los tribunales)
;  la aclaración de las responsabilidades del Servicio de Aduanas relativas a la concesión de licencias a corredores, en particular la expedición, suspensión y cancelación de licencias o la imposición de restricciones y la posibilidad de examen de estas decisiones por el Tribunal;  y la autorización otorgada al Servicio de Aduanas para dictar resoluciones vinculantes o anticipadas en un plazo de 15 días contados desde la presentación de la solicitud.  Sin embargo, la aplicación de las resoluciones anticipadas se hizo más lenta debido a los retrasos en la conclusión de las directrices administrativas, cuya aprobación (aplazada desde el final de 2009) estaba prevista para agosto de 2010.  Las resoluciones anticipadas se deberán introducir en 2011.  También se fortalecieron las potestades fiscalizadoras del Servicio de Aduanas;  además de las inspecciones de determinadas cargas, realiza auditorías posteriores al despacho en los locales de los importadores hasta cinco años después la importación.
11. No hay ningún requisito de registro en vigor para los importadores.  Cualquier persona o entidad, incluso extranjera, que posea un número de identificación fiscal puede realizar importaciones previa presentación de un formulario de declaración de importación (formulario de aduanas Nº 15) que debe ser cumplimentado y depositado por un corredor de aduanas con licencia.
  Los documentos exigidos son una factura en la que se indique el valor, la cantidad y la descripción exactos de la mercancía;  el conocimiento de embarque o la carta de porte aéreo;  la lista de empaque;  una declaración de la valoración en aduana;  una certificación del origen y del valor (si procede);  y un permiso o licencia de importación para las mercancías cuya importación está prohibida o restringida.

12. Desde 2004, el Servicio de Aduanas de Papua Nueva Guinea ha facilitado el comercio modernizando sus procesos y procedimientos con la ayuda de un equipo de gestión de la modernización aduanera.  El programa SIDUNEA de la UNCTAD, sistema aduanero automatizado que se utiliza en Papua Nueva Guinea para el intercambio electrónico de datos (EDI), se ha actualizado a la versión SIDUNEA++.  Los corredores pueden presentar las declaraciones electrónicamente mediante la introducción directa de datos sobre el comercio (DTI).  Aunque la conclusión estaba prevista inicialmente para mediados de 2007, la aplicación ha sido lenta y ahora abarca 13 de los 21 puertos de entrada (incluidos Port Moresby en agosto de 2005 y el aeropuerto internacional de Jackson en enero de 2006);  está prevista la incorporación de otros cuatro.  Alrededor del 50 por ciento de las mercancías se despachan de manera inmediata utilizando el canal verde y el 40 por ciento mediante el amarillo, si se necesita permiso.  El resto pasa por el canal rojo y se inspecciona.  Una vez que esté en pleno funcionamiento, el 80 por ciento de las declaraciones se despacharán sin la intervención de la Administración de Aduanas, quedando el resto sujeto a controles documentales o materiales.

13. El Plan de acción estratégico para la modernización aduanera de Papua Nueva Guinea para 2009-2011 prevé una mejora del cumplimiento voluntario en la administración de aduanas y la promoción de la gestión del riesgo, que está todavía en sus comienzos.  La función de determinación de riesgos de SIDUNEA sirve como sistema automatizado de gestión del riesgo, alimentado por datos introducidos por comités encargados de establecer perfiles a nivel regional y nacional.  Si bien el despacho de aduanas todavía parece lento, ahora los retrasos materiales parece que se deben a unos servicios de cuarentena y portuarios insuficientes y no al Servicio de Aduanas.
  Las autoridades indicaron que la mayoría de las mercancías se despachan en un plazo de dos días siempre que se presente la documentación exigida y sólo en casos excepcionales se prolonga más de una semana.  Según las autoridades, la menor interacción directa entre los funcionarios de aduanas y el importador y la mejora de la gestión han hecho que aumente la eficacia y que se reduzcan los pagos informales.  El Servicio de Aduanas está introduciendo el "despacho en la puerta de entrada" (despacho de los cargamentos con destino a Papua Nueva Guinea en el puerto de descarga en lugar del puerto de destino), pero las limitaciones de recursos siguen siendo importantes.

14. La transparencia aduanera ha mejorado.  La Administración de Aduanas puso en marcha su sitio Web en 2005 y celebra foros anuales con las partes interesadas, así como reuniones mensuales con las empresas.  En enero de 2009 se adoptó una Carta del Servicio de Aduanas.  Al pasar al comercio sin papel, el Servicio de Aduanas comenzó a aplicar en 2008 una iniciativa de ventanilla única y para 2010 están previstos los manifiestos de transferencia y de pago electrónicos.

15. Papua Nueva Guinea se adhirió a la Organización Mundial de Aduanas en marzo de 2002.  El Servicio de Aduanas está actualmente en proceso de adhesión al Convenio de Kyoto revisado (prevista inicialmente para junio de 2007) y al parecer introdujo las prescripciones obligatorias en 2007.  También está examinando las próximas medidas para aplicar los anexos específicos del Convenio.  Papua Nueva Guinea está examinando la posibilidad de adherirse al Convenio de Estambul relativo a la admisión temporal de mercancías y la manera de aplicar el Marco normativo de la OMA  para asegurar y facilitar el comercio global, llamado "Marco SAFE".  Pertenece a la Organización Aduanera de Oceanía y participa activamente en el Subcomité de Procedimientos Aduaneros del APEC.

16. Papua Nueva Guinea aplica el Acuerdo de Valoración en Aduana de la OMC y utiliza el valor de transacción de las mercancías como el método primario para la percepción de aranceles (Reglamento Aduanero (Derechos de ad valorem) de 1987 (modificado)).  Sin embargo, la Ley de Aduanas de 2006 modificada estipula todavía que los derechos ad valorem se han de aplicar al valor que sea el más elevado entre el "precio real en dinero [de la mercancía] pagado por el importador más cualquier deducción especial" y su "valor corriente en el mercado interno" más todas las cargas f.o.b. pagadas o normalmente pagadas en el puerto de exportación (artículo 96 2)).  Así pues, no queda claro si la legislación de aduanas cumple plenamente el Acuerdo de la OMC, que no prescribe un "valor corriente en el mercado interno" ni contempla la posibilidad de "elegir el valor más elevado entre dos valores".

17. Papua Nueva Guinea ya no exige una inspección previa a la expedición de las importaciones.

ii) Aranceles

18. El arancel es el principal instrumento de política comercial de Papua Nueva Guinea, pero, debido a las reducciones de los tipos y las reformas tributarias complementarias, en la actualidad representa una proporción poco importante de los ingresos públicos (la proporción se redujo del 3,8 por ciento en 2000 al 2,7 por ciento en 2008).  Los tipos arancelarios figuran en la Lista 1 de la Ley del Arancel de Aduanas de 1990 (modificada).  En principio, son fijados por el Departamento de Tesorería durante las deliberaciones presupuestarias al final de cada año civil (también del ejercicio fiscal), cuando el Parlamento aprueba el cambio de tipos.  Fundamentalmente se basan en recomendaciones de grupos de trabajo que examinan las solicitudes de las partes interesadas, con inclusión de los departamentos sectoriales respectivos, más que en cualquier proceso institucionalizado formal.  Sin embargo, las reducciones progresivas de los tipos previstas en el Programa de Reducción de los Aranceles se acordaron previamente por vía legislativa en 1999, hasta 2006.  Las modificaciones más recientes de los tipos arancelarios consistieron principalmente en algunos aumentos introducidos en el Presupuesto de 2007.

19. A pesar del Programa de Reducción de los Aranceles, algunos tipos se mantienen relativamente altos y dispares, de manera que la introducción de reducciones adicionales y unos niveles más uniformes podrían inducir a una mayor eficiencia en la utilización de los recursos, sobre todo disminuyendo la tendencia contraria a las exportaciones que crean los aranceles por el hecho de gravar las exportaciones, sea directamente cuando se perciben sobre los insumos (con independencia de si son importados o de origen nacional), sea indirectamente.
  La estructura arancelaria todavía prevé tipos efectivos de protección "excepcionalmente elevados" y "muy variables" en todos los productos en oposición a una estructura arancelaria más neutra (capítulo IV 4)).
  Si bien el Gobierno anunció que examinaría la posibilidad de aplicar nuevas reducciones arancelarias en 2009 (basándose en informes aparecidos en 2003 y 2007 que recomendaban un nuevo programa de recortes para mejorar la eficiencia económica, la competitividad y el crecimiento del sector privado), la iniciativa se aplazó en el Presupuesto de 2010 hasta 2011 debido a las graves repercusiones de la crisis financiera mundial en el sector privado.
  Aunque el Gobierno parece decidido a llevar a cabo esa reducción, hay una fuerte presión interna para volver a aranceles más altos, y existe un vacío desaconsejable en la política arancelaria que menoscaba la previsibilidad arancelaria.
  Esta presión, incluida la oposición a nuevas reformas arancelarias, se ve acentuada por el amplio descontento de los fabricantes ante el fracaso del Gobierno en lo tocante a la reducción de los obstáculos que impiden el desarrollo económico y del sector privado de Papua Nueva Guinea (por ejemplo, atendiendo las necesidades de infraestructura, mejorando el orden público y reduciendo los elevados costos de la actividad empresarial), que consideraban como una parte esencial del consenso para respaldar el Programa de Reducción de los Aranceles.

20. Las nuevas mercancías producidas en Papua Nueva Guinea están sujetas al tipo arancelario intermedio o el tipo protegido, según proceda.
  Desde 1999, el fundamento normativo predominante de los aranceles ha sido la protección, estableciéndose los tipos sobre la base de una evaluación del equilibrio entre las ventajas económicas de la producción nacional para Papua Nueva Guinea y los costos de los aranceles para los consumidores y las empresas.

21. Los aranceles se aplican sobre una base c.i.f.  La introducción del SA 07 a partir de 2008 redujo el número de líneas arancelarias de 8 dígitos de 5.625 (SA 02) a 5.447.  El arancel de aduanas sólo tiene tipos NMF y está disponible en versión impresa y electrónica;  sin embargo, no se puede consultar en el sitio Web del Servicio de Aduanas.

22. Papua Nueva Guinea no tiene contingentes arancelarios.

a)
Estructura
23. El Programa de Reducción de los Aranceles simplificó el arancel reduciendo el número de bandas de tipos NMF ad valorem de 13  a básicamente 3 (excluido el tipo nulo, que se aplica a mercancías que no se producen o pueden no producirse en el país):  un tipo intermedio del 15 por ciento sobre los insumos;  un tipo de protección del 25 por ciento;  y un tipo prohibitivo del 40 por ciento.  El Programa de Reducción de los Aranceles redujo de manera significativa a lo largo de un período de seis años, a partir básicamente del 30 por ciento, el 40 por ciento y el 55 por ciento, respectivamente.
  Su introducción en 1999-2000 provocó inmediatamente un aumento sustancial del número de partidas exentas de derechos y redujo algunos tipos muy elevados (por ejemplo, los aplicables a la madera contrachapada, la madera chapada y la madera estratificada), que pasaron del 100 por ciento al 40 por ciento.  El tipo más elevado del 70 por ciento, correspondiente al azúcar (que comprende seis líneas arancelarias), no se redujo como se había previsto al 40 por ciento para 2006 y continuará, junto con el arancel del 20 por ciento aplicable a la caballa en conserva, hasta 2011.  El arancel sobre la sal se elevó de 0 al 40 por ciento en 2003 (reduciéndose a su tipo actual del 15 por ciento en 2006).  En el Presupuesto de 2007 se aumentó del 15 al 20 por ciento el arancel del atún de carne oscura en conserva (en una línea arancelaria que comprendía otras clases de atún, dificultando de esta manera la recopilación), del 15 al 25 por ciento el de las bebidas no alcohólicas carbónicas y de 0 al 25 por ciento el de las judías cocinadas en conserva.

24. El régimen arancelario es relativamente transparente, porque sólo están sujetas a derechos específicos (no ad valorem) el 1 por ciento de las líneas arancelarias (cuadro III.1).  Estos derechos se aplican fundamentalmente a las mercancías "sin" sujetas a impuestos sobre el consumo (en particular bebidas alcohólicas y productos del tabaco) y a la carne de aves de corral (fresca, refrigerada o congelada), los huevos, las preparaciones de piensos y los fósforos.  Algunos de estos derechos ocultan tipos equivalentes ad valorem muy elevados, por ejemplo los que gravan las cervezas y los cigarrillos para proteger los monopolios nacionales (capítulo IV).

b)
Consolidaciones arancelarias
25. Papua Nueva Guinea ha consolidado todas sus partidas arancelarias, principalmente a tipos del 30 por ciento y el 11 por ciento para los productos no agrícolas y del 45 por ciento para los productos agropecuarios, salvo en el caso de los tipos más elevados (55 por ciento, 75 por ciento y 100 por ciento) aplicables a determinados productos agrícolas, como las nueces, ciertos aceites vegetales y el azúcar, y de los tipos más bajos, principalmente del 11 por ciento y el 20 por ciento.  Los productos no agrícolas consolidados por encima del 30 por ciento comprenden tipos de hasta el 75 por ciento para los "vehículos a motor de pasajeros" y del 100 por ciento para la "madera y sus manufacturas", por ejemplo.  El promedio aritmético (no ponderado) de los tipos consolidados es del 32,8 por ciento:  el de los productos agropecuarios (definición de la OMC), del 43,7 por ciento, es más elevado que el de los productos no agrícolas, que es del 31,1 por ciento (cuadro III.1).

26. Al parecer los tipos arancelarios aplicados a varios productos han excedido de los niveles de consolidación (cuadro III.2).

Cuadro III.1

Estructura arancelaria, diversos años

(Porcentaje)

	
	
	NMF aplicado antes del
1.7.1999
	NMF aplicado 1.7.1999-final 1999
	NMF aplicado 2000
	NMF aplicado 2003
	NMF aplicado 2006
	NMF aplicado 2008-2010
	Tipo consolidado finala

	1.
	Líneas arancelarias consolidadas (% del total de líneas arancelarias)
	..
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0
	100,0

	2.
	Promedio aritmético de los tipos arancelarios
	20,5
	8,8
	7,5
	6,3
	5,1
	5,1
	32,8

	
	Productos agropecuarios (SA 01-24)
	38,4
	25,4
	21,4
	18,2
	15,1
	15,3
	47,6

	
	Productos industriales (SA 25-97)
	17,4
	5,9
	5,3
	4,3
	3,4
	3,2
	30,1

	
	Productos agropecuarios (definición OMC)
	33,2
	20,6
	17,2
	14,7
	12,3
	12,5
	43,7

	
	Productos no agropecuarios (definición OMC)
	18,5
	6,9
	6,1
	5,0
	4,0
	3,9
	31,1

	
	Textiles y prendas de vestir
	23,6
	15,3
	13,5
	11,0
	9,0
	8,3
	29,9

	
	CIIU 1 - Agricultura, caza y pesca
	37,2
	23,9
	20,8
	18,0
	15,1
	15,8
	48,9

	
	CIIU 2 - Explotación de minas
	12,2
	0,0
	0,8
	0,4
	0,3
	0,2
	20,2

	
	CIIU 3 - Industrias manufactureras
	19,6
	8,0
	6,8
	5,8
	4,6
	4,5
	32,1

	
	Industrias manufactureras, excepto la elaboración de productos alimenticios
	17,5
	6,1
	5,4
	4,4
	3,5
	3,3
	30,2

	
	Primera fase de elaboración
	30,2
	16,4
	14,5
	12,5
	10,4
	10,6
	40,6

	
	Productos semielaborados
	13,4
	2,9
	2,6
	2,2
	1,7
	1,7
	24,1

	
	Productos totalmente elaborados
	22,3
	10,4
	8,8
	7,4
	6,0
	5,9
	36,2

	3.
	Líneas arancelarias exentas de derechos 
(% del total de líneas)
	2,5
	76,6
	76,1
	76,1
	76,2
	76,7
	n.a.

	4.
	Aranceles no ad valorem (% del total de líneas)
	1,1
	0,9
	1,0
	1,0
	1,0
	1,0
	1,3

	5.
	Contingentes arancelarios (% del total de líneas)
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.

	6.
	"Crestas" arancelarias nacionales (% del total de líneas)b
	1,4
	23,0
	22,8
	22,8
	14,1
	14,4
	0,6

	7.
	"Crestas" arancelarias internacionales (% del total de líneas)c
	30,4
	23,0
	22,8
	22,8
	14,1
	14,4
	72,1

	8.
	Desviación típica global de los tipos arancelarios
	19,1
	16,6
	14,3
	12,2
	10,0
	10,1
	18,1

	9.
	Coeficiente de variación de los tipos arancelarios
	0,9
	1,9
	1,9
	1,9
	2,0
	2,0
	0,6

	10.
	Tipos "de puro estorbo" aplicados (% del total de líneas)d
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.
	n.a.


..
No disponible.

n.a.
No se aplica.

a
La aplicación de los compromisos de la Ronda Uruguay culminó en 2008.  Los cálculos de los tipos consolidados finales se han efectuado a partir de la Base de Datos LAR, y se han ajustado al Arancel de 2008 facilitado por las autoridades en la nomenclatura del SA 07.

b
Se consideran crestas arancelarias nacionales los tipos que exceden del triple el promedio aritmético global de los tipos aplicados.

c
Se consideran crestas arancelarias internacionales los tipos superiores al 15 por ciento.

d
Los tipos "de puro estorbo" son los superiores a cero, pero inferiores o iguales al 2 por ciento.

Nota:
En los cálculos se han excluido los tipos específicos y se ha incluido el componente ad valorem de los tipos alternativos, en su caso.  Los aranceles del período anterior a julio de 1999 y del 1º de julio - final de 1999 se basan en la nomenclatura del SA 96, integrada por 5.453 líneas arancelarias;  los aranceles de 2000, 2003 y 2006 se basan en la nomenclatura del SA 02, integrada por 5.625 líneas arancelarias;  y el Arancel de 2008 se basa en la nomenclatura del SA 07, integrada por 5.447 líneas arancelarias.

Fuente:
Cálculos de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Papua Nueva Guinea.

Cuadro III.2

Productos para los que los aranceles NMF aplicados exceden de los niveles consolidados, julio de 2010

(Porcentaje)

	Código del SA
	Descripción
	Tipo NMF aplicado (%)
	Tipo consolidado (%)

	02085010
	Carne y despojos comestibles, frescos, refrigerados o congelados de cocodrilos
	25
	11

	15071010
	Aceite de soja (soya) y sus fracciones, incluso refinado, pero sin modificar químicamente
-
aceite en bruto, incluso desgomado, envasado en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15079010
	Aceite de soja (soya) y sus fracciones, incluso refinado, pero sin modificar químicamente
-
los demás, envasados en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15091010
	Aceite de oliva y sus fracciones, incluso refinado, pero sin modificar químicamente
-
aceite virgen, envasado en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15099010
	Aceite de oliva y sus fracciones, incluso refinado, pero sin modificar químicamente
-
los demás, envasados en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15121110
	Aceites de girasol o cártamo, y sus fracciones:
-
aceite en bruto, envasado en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15121910
	Aceites de girasol o cártamo, y sus fracciones:
-
los demás, envasados en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15122110
	Aceite de algodón y sus fracciones
-
aceite en bruto, incluso sin gosipol, envasado en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15122910
	Aceite de algodón y sus fracciones
-
los demás, envasados en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15141110
	Aceites de nabo (de nabina) o de colza con bajo contenido de ácido erúcico y sus fracciones
-
aceite en bruto, incluso sin gosipol, envasado en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15141910
	Aceites de nabo (de nabina) o de colza con bajo contenido de ácido erúcico y sus fracciones
-
los demás, envasados en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15149110
	Los demás aceites
-
aceite en bruto, incluso sin gosipol, envasado en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	15149910
	Los demás aceites
-
los demás, envasados en recipientes de 150 kg o menos o de 166 litros o menos
	15
	11

	28289010
	Hipoclorito de sodio
	15
	11


Fuente:
Arancel de Papua Nueva Guinea.

c)
Aranceles aplicados
27. El promedio aritmético de los aranceles aplicados, que no ha variado desde 2007, es del 5,1 por ciento (cuadro III.1 y gráfico III.1), muy inferior al de mediados de 1999, antes del Programa de Reducción de los Aranceles que era del 20,5 por ciento.  Alrededor del 77 por ciento de las líneas arancelarias están exentas de derechos;  casi el 13 por ciento tienen un tipo NMF del 25 por ciento y aproximadamente el 8 por ciento están sujetas a derechos del 15 por ciento (gráfico III.2).  El tipo NMF más elevado del 40 por ciento (con la excepción del azúcar) abarca casi el 2 por ciento de las líneas arancelarias (cuadro III.3).  Los aranceles NMF son generalmente mucho más elevados en el caso de los productos agrícolas.  El promedio aritmético de los tipos arancelarios (definición de la OMC) en 2010 es del 12,5 por ciento para los productos agropecuarios y del 3,9 por ciento para los no agropecuarios (33,2 por ciento y 18,5 por ciento respectivamente antes de mediados de 1999).
28. La elevada diferencia de 27,7 puntos porcentuales entre el promedio de los tipos NMF consolidados y el de los tipos aplicados, debida a recortes unilaterales de estos últimos en el marco del Programa de Reducción de los Aranceles, indica que Papua Nueva Guinea cuenta con un margen considerable de maniobra para elevar los aranceles NMF aplicados sin sobrepasar los niveles consolidados, cosa que ha hecho ocasionalmente, haciendo de esta manera el arancel menos previsible.
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Gráfico III.1

Promedio aritmético de los tipos NMF aplicados, por secciones del SA, 1999 y 2008-2010

Nota:      En los cálculos se han excluido los tipos específicos y se ha incluido el componente ad valorem  de los tipos alternativos.



Fuente :  Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades de Papua Nueva Guinea.
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a             Sólo comprende una línea arancelaria.



Nota:      Las cifras entre paréntesis indican el porcentaje del total de líneas.  El total no suma el 100 por ciento dado que no se dispone

               de tipos arancelarios para el 1,0 por ciento de las líneas arancelarias (tipos arancelarios específicos).



Fuente :  Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades.

Número de líneas arancelarias

Gráfico III.2

Distribución de los tipos arancelarios NMF, 2008-2010


Cuadro III.3

Productos con arancel NMF del 40 por ciento

	Código del  SA
	Número de líneas arancelarias
	Designación

	Capítulos 7 y 8
	51
	Hortalizas, frutas y nueces comestibles 

	130211
	1
	Opio (prohibido/restringido)

	4408
	4
	Hojas para chapado, para contrachapado o para maderas estratificadas similares y demás maderas

	4412
	10
	Madera contrachapada, madera chapada y madera estratificada similar

	7113
	3
	Artículos de joyería y sus partes, de metal precioso o de chapado de metal precioso (plaqué)

	7114
	3
	Artículos de orfebrería y sus partes, de metal precioso o de chapado de metal precioso (plaqué)

	7115
	3
	Las demás manufacturas de metal precioso o de chapado de metal precioso (plaqué)

	7116
	2
	Las demás manufacturas de metal precioso o de chapado de metal precioso (plaqué)

	7117
	3
	Bisutería

	82119310
	1
	Cuchillos, excepto los de hoja fija:  automáticos (prohibidos)

	9406
	1
	Construcciones prefabricadas


Fuente:
Arancel de Papua Nueva Guinea.

d)
Dispersión arancelaria
29. La posible pérdida de eficacia depende del nivel de los tipos NMF y de su dispersión.  Cuanto mayor es la dispersión de los tipos arancelarios, en particular en productos fácilmente sustituibles entre sí, mayor es la probabilidad de que las decisiones de consumidores y productores se vean distorsionadas.  El Programa de Reducción de los Aranceles tuvo efectos variados en la dispersión.  Mientras que la desviación típica disminuyó sustancialmente, de 19,1 a 10,1 puntos porcentuales, el coeficiente de variación aumentó, pasando de 0,9 a 2,0 (cuadro III.1).  Además, el porcentaje de líneas arancelarias con crestas arancelarias nacionales pasó del 1,4 por ciento al 14,4 por ciento, mientras que el de líneas sujetas a crestas internacionales se redujo del 30,4 por ciento al 14,4 por ciento.  La dispersión de los tipos arancelarios de Papua Nueva Guinea sigue siendo relativamente amplia.
e)
Progresividad arancelaria
30. En general los aranceles de Papua Nueva Guinea tienen, por término medio, un elevado grado de progresividad inversa (gráfico III.3).  El tipo NMF medio es del 10,6 por ciento para la primera etapa de elaboración, del 1,7 por ciento para las mercancías semielaboradas y del 5,9 por ciento para las totalmente elaboradas.  No obstante, hay progresividad entre los productos semielaborados y los totalmente elaborados, lo que deja suponer que los tipos efectivos de protección de estos últimos son considerablemente más elevados que los tipos NMF nominales aplicados.
f)
Exenciones y concesiones arancelarias
31. El Ministro de Finanzas y de Hacienda, con la aprobación del Consejo Ejecutivo Nacional, puede autorizar exenciones o concesiones arancelarias para importaciones de mercancías especificadas con el fin de ayudar a la industria local.  La política del Gobierno ha sido de poner fin a tales arreglos, pero la Comisión Tributaria sigue examinando solicitudes caso por caso, en consulta con otros departamentos pertinentes.  Por ejemplo, el proyecto de extracción de níquel de Ramu, financiado por China, ha sido el primero que se ha beneficiado de concesiones arancelarias sobre "bienes fungibles".
  Una vez autorizadas por el Consejo, las exenciones y concesiones se publican en el Boletín Oficial.  Muchas exenciones generales pueden ser redundantes, puesto que son aplicables a mercancías que gozan de franquicia arancelaria y por consiguiente podrían eliminarse.
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Gráfico III.3

Progresividad de los aranceles por categorías de 2 dígitos de la CIIU, 2008-2010

n.a.



Nota:



Fuente :

No se aplica.



En los cálculos se han excluido los tipos específicos.



Cálculos de la Secretaría de la OMC basados en datos facilitados por las autoridades.

Tipo medio aplicado en el sector 

manufacturero 

(4,5%)

Primera fase de elaboración

Productos semielaborados

Productos totalmente 

elaborados


32. Ciertos bienes de equipo especializados que no se encuentra fácilmente en Papua Nueva Guinea se pueden importar temporalmente en franquicia arancelaria para su uso en proyectos aprobados;  el importador debe depositar una caución ante la Comisión Tributaria y comprometerse a reexportar el equipo una vez concluida la actividad.  Los proyectos de extracción de oro en Lihir, Ok Tedi, Misima y Porgera y el proyecto de explotación de petróleo en Kutubu se beneficiaron del plan de aplicación de un tipo arancelario medio a la importación, que limitaba los derechos aplicables a los insumos importados a un tipo arancelario medio.  Sin embargo, ahora se aplica a estos proyectos un gravamen minero calculado para que sea equivalente a los tipos medios de los derechos anteriormente abonados.

g)
Preferencias arancelarias
33. Papua Nueva Guinea aplica desde hace tiempo tipos arancelarios preferenciales sobre ciertas partidas arancelarias a miembros del Grupo Melanesio "Punta de Lanza" (MSG) y desde 2008 a la Unión Europea en virtud del Acuerdo provisional de Asociación Económica (capítulo II).  Papua Nueva Guinea está aplicando las preferencias arancelarias previstas en el Acuerdo de Comercio entre los Países Insulares del Pacífico (PICTA) y se encuentra en las fases preliminares de las negociaciones de preferencias con Australia y Nueva Zelandia en el marco del Acuerdo del Pacífico sobre Estrechamiento de Relaciones Económicas (PACER Plus).
iii) Normas de origen

34. Papua Nueva Guinea no tiene legislación específica sobre normas de origen no preferenciales.  Las normas de origen preferenciales figuran en acuerdos comerciales bilaterales y regionales específicos (recuadro III.1).  Para beneficiarse de los tipos preferenciales se requiere un certificado de origen expedido por la autoridad designada del país exportador de conformidad con los procedimientos de certificación especificados.  La existencia de normas de origen restrictivas y variables, incluso para los distintos productos comprendidos en uno o en varios acuerdos, socavan la transparencia y hacen que el régimen comercial sea más complicado, lo cual supone un costo adicional para los comerciantes.  Esto puede anular en gran parte o totalmente los posibles efectos de liberalización de los acuerdos comerciales.
	Recuadro III.1:  Normas de origen preferenciales

Grupo Melanesio "Punta de Lanza" (MSG)
El MSG tiene normas de origen poco estrictas que requieren un cambio en la clasificación a nivel de 4 dígitos del SA, con procesos especiales definidos como procesos que no constituyen productos originarios;  éstos incluyen el empaquetado, marcado y etiquetado, la mezcla de productos, el ensamblado simple de partes de artículos y el sacrificio de animales.  No existen normas de origen sectoriales especiales.  Las autoridades señalan que en razón de sus normas de origen liberales, el MSG es el acuerdo más efectivo entre sus cuatro partes.

	Acuerdo de Comercio entre los Países Insulares del Pacífico (PICTA)
Las normas de origen requieren que la mercancía sea totalmente producida u obtenida en el país exportador o que el proceso final de fabricación se lleve a cabo en el país del socio exportador y que al menos el 40 por ciento del costo en fábrica de las mercancías corresponda a los materiales originarios, la mano de obra y los costos generales.  En caso de dificultades a corto plazo o circunstancias imprevistas, las partes podrán acordar la aplicación temporal de un margen de tolerancia de hasta el 2 por ciento sobre expediciones individuales.  También se permiten exenciones temporales en los casos en que la aplicación de las normas restringiría indebidamente el comercio y, entre otros, en los casos en que las mercancías hayan sido objeto de una "transformación sustancial" en el Estado exportador pero no puedan considerarse mercancías originarias debido a circunstancias excepcionales.  No se aplican normas de origen sectoriales.

	Acuerdo de Asociación Económica
Las normas de origen previstas en el Acuerdo provisional de Asociación Económica de 2007 figuran en el Protocolo II del Acuerdo, titulado Definición del concepto de "productos originarios y métodos de cooperación administrativa", y según las autoridades aún están siendo ultimadas.  Los productos originarios admisibles para las preferencias arancelarias son productos "enteramente obtenidos" (artículo 5) en la Unión Europea o en Papua Nueva Guinea o que incorporan otros materiales que hayan sido suficientemente transformados o elaborados en la Unión Europea o en Papua Nueva Guinea (artículo 6).  Se especifica que en los productos "enteramente obtenidos" se incluyen los productos marinos capturados en aguas internacionales por sus embarcaciones, es decir, las matriculadas en la Unión Europea o en Papua Nueva Guinea que naveguen bajo pabellón de un Estado miembro de la Unión Europea o de Papua Nueva Guinea y que cumplan una de las siguientes condiciones:  a) pertenecer al menos en un 50 por ciento a nacionales de un Estado de la Unión Europea o de Papua Nueva Guinea o b) pertenecer a empresas que tengan su sede central o su principal base de operaciones en la Unión Europea o en Papua Nueva Guinea y que pertenezcan al menos en un 50 por ciento a un Estado miembro de la Unión Europea o a Papua Nueva Guinea, o a una de sus entidades públicas o de sus nacionales.  Los productos no originarios deben haber sido suficientemente transformados o elaborados en la Unión Europea o en Papua Nueva Guinea para satisfacer las condiciones generales establecidas en el Anexo II y II a) por partida arancelaria y por producto.  En éstas se especifican ciertos tipos de elaboración necesarios para conferir origen y/o para que algunas partidas cambien de posición arancelaria o alcancen varios niveles mínimos de valor añadido (expresado como proporción del precio ex fábrica), por ejemplo 25 por ciento, 40 por ciento, 47,5 por ciento o 50 por ciento.

	Otros

Las normas de origen previstas en el Acuerdo comercial entre Fiji y Papua Nueva Guinea, que está inactivo, eran similares a las del MSG.

Fuente:  Secretaría de la OMC.


iv) Otros impuestos sobre las importaciones

35. Al final de 2004 se eliminó un gravamen del 2 por ciento a la importación introducido para todas las importaciones en diciembre de 2003.  En la actualidad Papua Nueva Guinea no aplica ningún otro derecho o carga discriminatorio sobre las importaciones.  Los impuestos internos sobre los productos, es decir, el impuesto sobre el consumo y el impuesto sobre el valor añadido, tienen el mismo tipo para las importaciones y los productos de fabricación nacional (capítulo III 4) i)).
v) Prohibiciones, restricciones y prescripciones en materia de licencias

36. La base legal para prohibir o reglamentar las importaciones mediante licencias es la Ley de Aduanas (artículo 23) y el Reglamento de Aduanas (Importaciones prohibidas).  Papua Nueva Guinea no tiene contingentes de importación ni acuerdos mínimos de concesión de licencias de importación.  Controla las importaciones fundamentalmente por motivos nacionales de salud, seguridad, y medio ambiente.  Están prohibidas las importaciones de material pornográfico, drogas recreativas, estupefacientes, determinadas armas, productos de aves de corral no cocinados y huevos, y desde diciembre de 2009 las de bolsas de plástico para la compra no biodegradables (Reglamento de Aduanas (Importaciones Prohibidas) (Bolsas de plástico para la compra)).  Las importaciones de productos de aves de corral cocinados y elaborados están sujetas a restricciones en la concesión de licencias, y hay que disponer de un permiso de la policía para determinadas armas de fuego y de otro tipo.  Papua Nueva Guinea no ha notificado su legislación en materia de licencias al Comité de Licencias de Importación de la OMC.  Las importaciones de productos de petróleo refinados están prohibidas como parte del acuerdo gubernamental de 30 años por el que se estableció la refinería.

vi) Medidas antidumping, compensatorias y de salvaguardia

37. Las obsoletas disposiciones de Papua Nueva Guinea sobre antidumping y subvenciones (derechos compensatorios) (Ley Arancelaria (Dumping y subvenciones), de 1976) se revocaron en 1999 y no se han sustituido.  Los fabricantes se quejan de estar expuestos a importaciones supuestamente "objeto de dumping".  Sin embargo, es improbable que la introducción de disposiciones conformes con la OMC redunde en interés económico para Papua Nueva Guinea, dado el considerable costo administrativo que ello representaría.
  Además, se corre el riesgo de que haya ramas de producción nacional ineficientes, que se "apropien" de medidas como medios anticompetitivos para protegerse de importaciones más baratas.  Papua Nueva Guinea no tiene legislación en materia de salvaguardias.
3) Medidas que afectan directamente a las exportaciones

i) Registro y documentación

38. Los exportadores no necesitan registrarse, pero deben tener un número de identificación fiscal.  Un corredor de aduanas debe presentar al Servicio de Aduanas una declaración de exportación (formulario de aduanas Nº 15) en la que figure la naturaleza, la cantidad, el valor y el destino de las mercancías.  Los documentos justificantes que se han de presentar son la factura de exportación, la lista de empaque, el conocimiento de embarque o la carta de porte aéreo y, si procede, el certificado de origen y la licencia o permiso de exportación.  Las inspecciones previas a la exportación abarcan una amplia gama de productos agropecuarios y forestales, como el café, la vainilla, el cacao y las trozas.  También se están introduciendo mejores controles posteriores al despacho de los locales de los exportadores,  permitidos hasta transcurridos cinco años desde la exportación.

ii) Impuestos, cargas y gravámenes a la exportación

39. Al parecer, Papua Nueva Guinea ha reducido la cobertura de los derechos de exportación desde su último Examen (Lista 2 de la Ley del Arancel de Aduanas), aunque no se sabe exactamente en qué productos se eliminaron.  Se gravan sobre el valor f.o.b. de las pieles de cocodrilo, la vainilla (10 kina por kg), la madera de sándalo (15 por ciento) y la madera en rollo (no elaborada) (excluida la de plantaciones).
  Las exportaciones de pieles se gravan por motivos de conservación.  Las exportaciones de trozas se gravan a un tipo del 28,5 por ciento del valor f.o.b. y con un gravamen de explotación de 8 kina por metro cúbico, destinado a compensar los precios de transferencia que se sospecha que aplican los exportadores para reducir su impuesto sobre la renta y a promover la elaboración de las trozas en el país, aunque esto ocurre en raras ocasiones.
  Los impuestos a la exportación fomentan la elaboración en fases ulteriores del proceso productivo al reducir los precios de las trozas, con independencia de que se exporten o se vendan en el país, proporcionando de esta manera a los elaboradores una subvención implícita a los insumos, que pagan las empresas madereras.  Los impuestos a la exportación representan menos del 3 por ciento de los ingresos fiscales del Gobierno, pero se pronostica que los ingresos generados por estos impuestos se elevarán de una cuantía estimada en 107,3 millones de kina en 2009 a 122,3 millones de kina en 2010, gracias a un aumento de las exportaciones de trozas.

iii) Prohibiciones, controles y licencias de exportación

40. Está prohibida la exportación de narcóticos y material obsceno (por ejemplo fotografías, películas pornográficas o cualquier otra literatura indeseable que atente contra el decoro público).  Las exportaciones de determinados tipos de armas de fuego o de otras armas (por ejemplo, navajas automáticas, puñales, bastones de estoque, nudilleras y armas de fuego como pistolas o fusiles accionadas por aire o gas comprimido, pistolas lanzabengalas, fusiles de pesca y pistolas de salida) están restringidas y requieren un permiso de la policía.  Además, para exportar objetos del patrimonio cultural es necesaria una licencia del Museo Nacional;  las exportaciones de algunos objetos culturales están prohibidas.  Las exportaciones de determinados árboles (balsa, falso ébano, cordia, ébano, palisandro, teca y todas las coníferas) están prohibidas por motivos ambientales.

41. Para las exportaciones de numerosos productos primarios se requiere un permiso o licencia que expide el departamento competente respectivo.  Por ejemplo, la Autoridad Forestal de Papua Nueva Guinea expide licencias de exportación para la madera en rollo, el Departamento de Pesca para los productos marinos (incluidos los cohombros de mar, las langostas, los camarones, las ostras y los tróquidos) y el Departamento de Agricultura y Ganadería o la junta oficial de comercialización competente para los productos agropecuarios, como la copra, el cacao y el café.  Los exportadores de oro en bruto o aluvial deben tener una licencia.  Las exportaciones de trozas están supervisadas por la Société Générale de Surveillance (SGS).

iv) Ayudas a la exportación

42. Papua Nueva Guinea subvenciona las exportaciones de productos manufacturados mediante dos desgravaciones del impuesto sobre la renta.  Para las empresas que producen artículos nuevos manufacturados (así definidos en la Ley de Fomento de la Industria (Subvenciones a los salarios) de 1984) y otros productos definidos en sentido amplio autorizados por la Comisión Tributaria, los ingresos de exportación están exentos durante los tres primeros años, y luego en cada uno de los cuatro años siguientes la parte que supere el nivel medio de los tres primeros años (Programa de exenciones a la exportación) (cuadro AIII.1).
  Se aplica una deducción doble a efectos del impuesto sobre la renta a los gastos correspondientes al fomento de mercados de exportación de productos manufacturados o a aquellos cuyo componente del costo de la mano de obra de Papua Nueva Guinea supera el 10 por ciento del precio del producto.  Las bonificaciones fiscales no deben superar el 75 por ciento de los gastos deducibles efectuados, que comprenden los relativos a la promoción y publicidad en el extranjero, los estudios de mercado, la preparación de licitaciones, las muestras, las ferias y exposiciones comerciales, las oficinas de venta en el extranjero y determinados viajes.  Están excluidos los productos primarios sin elaborar y la comercialización de servicios como el turismo.  En 2006, el Programa de exenciones a las exportación costó 18,9 millones de kina (14,9 millones en 2005) en concepto de ingresos finales no percibidos y con él se prestó asistencia a cinco contribuyentes.  Los ingresos no percibidos por la medida de la doble deducción fueron insignificantes en 2007 (y de 0,1 millones de kina en 2006 y 2005).

v) Zonas de elaboración para la exportación

43. Las zonas de elaboración para la exportación pueden ser zonas francas comerciales o zonas francas industriales.  Las han de administrar organismos legales pertenecientes por lo menos en un 50 por ciento al gobierno provincial competente y en un 20 por ciento a un órgano representativo de los propietarios de los terrenos afectados (Ley de Zonas Francas de 2000).  El gobierno nacional puede tener una participación de hasta un 30 por ciento.  Todas las mercancías pueden ser objeto de comercio internacional desde las zonas de elaboración para la exportación sin pagar aranceles.  Las mercancías o actividades admisibles en las zonas de elaboración para la exportación deben ser aprobadas, y algunas se pueden declarar no aptas.  Las mercancías procedentes de las zonas de elaboración para la exportación vendidas en el país se han de someter a aranceles, incluidos los aplicables a los insumos importados.  En principio se iban a crear cuatro zonas, pero todavía no están en funcionamiento.  Su justificación económica no está clara, dado que los aranceles se han reducido sustancialmente.
44. También se concedió prioridad al establecimiento de cuatro polígonos industriales, a fin de:  proporcionar al sector privado un acceso asequible y fácil a terrenos e instalaciones dotados de servicios;  orientar mejor los servicios de apoyo y los incentivos ofrecidos por el Gobierno;  promover oportunidades de inversión;  y facilitar el desarrollo regional.  El Centro Industrial de Malahang, en Lae (provincia de Morobe), es el primero que ha entrado en funcionamiento.  Se están construyendo polígonos industriales en Ulaveo en la provincia de Nueva Bretaña Oriental, en Port Moresby, y en la provincia de las Tierras Altas.  Las actividades prioritarias son la manufactura y la elaboración, los talleres de reparación y de servicios, la edificación y construcción y el transporte.  En los polígonos industriales se pueden instalar inversores nacionales y extranjeros.  Los administra el órgano legal competente, la Sociedad de Fomento de Centros Industriales, que está tratando de crear empresas mixtas con el sector privado para construir los polígonos.  Hay planes para establecer seis zonas económicas especiales regionales y para modificar la Ley de Zonas Francas a fin de autorizarlas.  No quedó claro si los incentivos fiscales disponibles en estos polígonos iban más allá de la franquicia de derechos para los insumos importados y se extendían a otras medidas, como concesiones en relación con el impuesto sobre la renta.
45. También se está estudiando la posibilidad de crear centros industriales rurales, que comprenderían, por ejemplo, el establecimiento de viveros y fábricas de elaboración de materias primas para exportación, la producción de artículos de sustitución de las importaciones, servicios de logística para la elaboración de alimentos, el secado en horno, la clasificación de madera, servicios de inspección forestal, instalaciones de refrigeración, centros de secado de pescado y locales para industrias de servicios.

vi) Comercio de Estado

46. Papua Nueva Guinea no ha remitido ninguna notificación a la OMC sobre empresas comerciales del Estado.  Sin embargo, cuenta con varias juntas oficiales de comercialización de productos agropecuarios que tienen derechos exclusivos de venta y exportación de productos básicos, por ejemplo la Junta de la Industria de las Especias de Papua Nueva Guinea (sección 4) vii)).

vii) Devolución de derechos

47. La importancia del sistema de devolución de derechos para los exportadores ha disminuido al reducirse los aranceles, pero todavía contribuye a contrarrestar su sesgo antiexportador.  El sistema es administrado por el Servicio de Aduanas y los reembolsos son aprobados por el Ministro de Hacienda.  En las solicitudes de devolución de derechos debe figurar una descripción detallada del proceso de fabricación correspondiente, con inclusión de la naturaleza y el volumen de los insumos, junto con datos de los costos unitarios basados en los documentos de importación/exportación y las facturas comerciales.

48. El Servicio de Aduanas ha de examinar todos los productos para los que se reclama la devolución de los derechos (artículo 110 de la Ley de Aduanas).  No está permitida la devolución de derechos sobre los productos cuyo valor de venta en el mercado nacional sea inferior a la cuantía de la devolución (artículo 109 de la Ley de Aduanas).  El sistema es de aplicación limitada y es administrado de manera transparente caso por caso.

4) Medidas internas

i) Impuestos internos, exenciones y ventajas fiscales
a)
Impuestos directos
49. Según las estimaciones, los impuestos directos sobre la renta representaron en 2009 el 70 por ciento de los ingresos fiscales del Gobierno.  Se estima que el 37 por ciento de los impuestos directos de 2009 correspondió a personas físicas, mientras que las empresas pagaron alrededor de un 30 por ciento.  Se calcula que las empresas de los sectores mineros y petroleros contribuyeron con un 22 por ciento del impuesto sobre la renta.

50. En los impuestos de sociedades se distingue entre empresas (sucursales) residentes y no residentes.  A las empresas residentes, incluidas las mineras, se les aplica un tipo del 30 por ciento (25 por ciento en 2003), mientras que las empresas no residentes, salvo las mineras, soportan un tipo del 48 por ciento y las empresas mineras no residentes están sujetas a un impuesto del 40 por ciento.  A las empresas petroleras residentes y no resistentes se les aplica un tipo del 45 por ciento, a menos que hayan obtenido beneficios antes de 2001, en cuyo caso se aplica el tipo antiguo del 50 por ciento.  Se aplican tipos impositivos reducidos del 30 por ciento a las empresas petroleras residentes y no residentes que obtienen sus ingresos realizando proyectos al amparo de licencias de prospección de petróleo concedidas entre 2003 y 2007 inclusive y de licencias de explotación de petróleo derivadas de las de prospección expedidas antes del final de 2007.  A las empresas de gas residentes y no residentes se les aplica un tipo del 30 por ciento.  El impuesto sobre los beneficios adicionales se eliminó para las actividades petroleras y mineras a partir del final de 2002, pero todavía se sigue aplicando al flujo de efectivo de determinados proyectos de gas.
  Los dividendos de las empresas no petroleras están sujetos a un impuesto retenido en la fuente del 17 por ciento (reducido al 10 por ciento para las empresas mineras desde 2001), que para las empresas no residentes o para las personas físicas representa un impuesto final sobre los dividendos.

51. Los cánones de minería, aplicados sobre el valor de exportación f.o.b. del producto o los beneficios netos de la fundición, están fijados a un tipo del 0,75 por ciento y el gravamen minero es del 4 por ciento del valor de las ventas.
  Las empresas petroleras y de gas pagan un canon del 2 por ciento del valor del hidrocarburo en el yacimiento y un gravamen de explotación equivalente.
  Las empresas madereras también pagan un conjunto complejo de impuestos obligatorios y pagos "negociados" en beneficio de los propietarios de la tierra (recuadro III.2).

	Recuadro III.2:  Tributación por la extracción de madera

La extracción de madera en Papua Nueva Guinea está sujeta a una infinidad de impuestos obligatorios y pagos "negociados" cuya finalidad es beneficiar a los propietarios de la tierra.  Además del impuesto de sociedades normal del 30 por ciento, el impuesto sobre la exportación de trozas y el gravamen sobre la explotación para exportación (capítulo III 3) ii)), son impuestos obligatorios el canon sobre la madera que se paga a los propietarios de la tierra a diversos tipos en función de la especie y la calidad de las trozas, pero con un promedio de 13,50 kina por metro cúbico, y los impuestos en origen sobre los dividendos y los cánones, cada uno del 5 por ciento.  Los pagos "negociados" a los propietarios de la tierra son los gravámenes sobre los beneficios de la realización de proyectos y las ventas internas, de 23 y 8-10 kina por metro cúbico, respectivamente.  Se pagan 2-3 kina más por metro cúbico al Departamento de Silvicultura como gravamen para reforestación, aunque no se plantan árboles.  Se puede pagar también un gravamen para el fomento de la agricultura, un gravamen espiritual, de vivienda, un gravamen para la administración provincial y un gravamen para el fomento de la actividad empresarial, cada uno de 1-2 kina por metro cúbico.  En los últimos años, los beneficios negociados para los propietarios de la tierra en el marco de acuerdos sobre la realización de proyectos con el Estado han sido como promedio, incluido el canon obligatorio, de 45‑55 kina por metro cúbico.

Fuente:
Asociación de Industrias Forestales de Papua Nueva Guinea.


52. El tipo reducido del impuesto sobre la renta del 20 por ciento, aplicado durante 10 años a nuevos proyectos agropecuarios comenzados desde el 1º de enero 2004, se prorrogó hasta el final de 2011, y el umbral mínimo de la inversión se redujo de 5 millones de kina a 1 millón.  Los operadores de nuevas instalaciones turísticas en gran escala o de instalaciones sustancialmente modernizadas con 100 habitaciones como mínimo también se benefician de una reducción semejante del impuesto sobre la renta, siempre que la construcción haya comenzado entre el 1º de enero de 2007 y el 31 de diciembre de 2011 y el gasto mínimo sea de 7 millones de dólares EE.UU.  Hay varias deducciones del impuesto sobre la renta de carácter general y especiales para sectores específicos y disposiciones sobre la depreciación acelerada que sirven de ayuda a diversas actividades, como la minería, el petróleo, el gas, la agricultura, la manufactura, la pesca y el turismo.  El gasto en investigación y desarrollo efectuado desde el 1º de enero de 2004 en todos los sectores en el marco del Plan aprobado de Investigación y Desarrollo es deducible con fines fiscales al 150 por ciento, al igual que el gasto en servicios de asesoramiento agrario en el marco del Plan aprobado de servicios de asesoramiento sobre la producción primaria.  Los organizadores de viajes de grupo pueden efectuar una deducción doble de los gastos sobre la promoción comercial en el extranjero (por ejemplo publicidad y propaganda en los medios de comunicación extranjeros, estudios de mercado, participación en ferias comerciales, actividades de relaciones públicas vinculadas a la exportación y gastos de ventas y de oficina en el extranjero) realizada desde el 1º de enero de 2006.  Esto permite una deducción doble a los empleadores que realizan gastos de formación de personal (es decir, sueldos de aprendices y de nacionales empleados que reciben formación a tiempo completo).  Mediante un programa de bonificación fiscal para infraestructuras se anima a las empresas a invertir en infraestructuras públicas, al permitirse deducir tales gastos del impuesto sobre la renta (cuadro AIII.2).  Desde el 1º de enero de 2006, la tasa máxima de bonificación fiscal para las entidades agropecuarias se elevó del 1,0 por ciento (antes el 0,75 por ciento) al 1,5 por ciento de los ingresos imponibles.  El límite de la bonificación fiscal para todos los demás sectores es del 0,75 por ciento.

b)
Impuestos indirectos (bienes)
53. Según las estimaciones, los impuestos indirectos representaron en 2009 el 30 por ciento de los ingresos fiscales totales del Gobierno;  un 49 por ciento se recaudó mediante el impuesto sobre bienes y servicios y un 34 por ciento mediante impuestos especiales.  El Programa de Reducción de los Aranceles se financió en gran parte por medio de las reformas fiscales previas necesarias acometidas a partir de julio de 1999, incluida la introducción del IVA sobre los bienes y servicios (impuesto sobre bienes y servicios desde 2004 en virtud de la Ley del Impuesto sobre Bienes y Servicios de 2003), y la extensión de los impuestos especiales a diversos artículos de lujo, como los automóviles.  Los mayores ingresos fiscales procedentes de los minerales también contribuyó a contrarrestar los inferiores a lo previsto obtenidos por la introducción del impuesto sobre bienes y servicios, debido a problemas administrativos (aunque ya han disminuido), pero que pueden haber socavado ulteriores reformas arancelarias.
Impuesto sobre bienes y servicios

54. El impuesto sobre bienes y servicios se percibe a un tipo uniforme del 10 por ciento del precio desembarcado después de pagados los derechos (incluidos los impuestos especiales, cuando proceda), tanto para los productos nacionales como para las importaciones.  Entre los productos exentos o con un tipo nulo también figuran importaciones.  Solamente están exentos del impuesto sobre bienes y servicios la venta de metales finos (oro o platino "puros") que sobrepasen el "primer suministro" y determinados servicios, esencialmente financieros, de enseñanza y de salud
;  el arroz crudo importado, que debe estar enriquecido con vitaminas en Papua Nueva Guinea para poder venderlo, también está exento.  Los productos con tipo nulo son esencialmente productos exportados.
  El umbral de registro se mantiene en un volumen de negocio anual de 100.000 kina.  Previa aprobación del Consejo Ejecutivo Nacional, se puede conceder la exención del impuesto sobre bienes y servicios a insumos, en particular equipo, importados como incentivo a la inversión y caso por caso, especialmente para proyectos de minería, petróleo y gas.

Impuestos especiales

55. Se aplican impuestos especiales a los productos tradicionales "sin" de bebidas alcohólicas y productos del tabaco, así como a los productos del petróleo y a artículos de lujo, como perfumes, perlas, diamantes y otras piedras preciosas, metales preciosos (por ejemplo oro y plata), determinados artículos electrónicos de consumo (por ejemplo, televisores y equipo de grabación de vídeo), lentes ópticos, binoculares, determinado equipo de juego (por ejemplo, máquinas para jugar al póquer), armas y municiones y automóviles, fabricados en Papua Nueva Guinea o importados al país (Lista 1 de la Ley de Impuestos Especiales de 1956).  Si bien, según las autoridades, no hay discriminación contra las importaciones (excepto una desgravación del 50 por ciento del impuesto especial sobre el alcohol fabricado con frutas cultivadas en el país), el impuesto especial recae casi exclusivamente en las importaciones, ya que estos productos no se suelen producir en Papua Nueva Guinea.  Salvo los que gravan las bebidas alcohólicas, el tabaco y los productos del petróleo, todos los impuestos especiales son ad valorem y oscilan entre el 10 y el 150 por ciento.  Los impuestos especiales específicos no petroleros se indexan semestralmente en función de la inflación, con un tope máximo del 2,5 por ciento, para mantener niveles reales.

56. Se pueden conceder exenciones del pago del impuesto especial sobre los insumos importados como incentivo a la inversión caso por caso, especialmente para proyectos de minería, petróleo y gas, previa aprobación del Consejo Ejecutivo Nacional.  La industria pesquera disfruta de una desgravación del impuesto especial sobre el gasóleo (paga 0,03 kina por litro en lugar de 0,06) y se beneficia de exenciones del impuesto especial sobre los motores fuera de borda y las embarcaciones "banana" (importadas y fabricadas en el país).  La agricultura también recibió asistencia en 2005 mediante la eliminación del impuesto especial del 10 por ciento sobre los tractores.  El impuesto especial sobre las máquinas para jugar al póquer se recortó del 150 al 50 por ciento en 2008, a fin de ayudar a la industria del juego a modernizar las máquinas.

ii) Contratación pública

57. La contratación pública se sigue utilizando como instrumento de política económica;  Papua Nueva Guinea no es parte en el Acuerdo sobre Contratación Pública de la OMC.  El sistema de contratación pública se ha reformado parcialmente con la modificación de la legislación pertinente (la Ley de Gestión de las Finanzas Públicas de 1995 en diciembre de 2003, tras un examen realizado por el Departamento de Finanzas en 2001).  En 2005 se introdujeron cambios conexos en las Instrucciones financieras (Manual de buenas prácticas de contratación y Manual de gestión financiera).  En particular, las juntas de suministro público y de licitaciones se refundieron en un órgano único e independiente, la Junta Central de Licitaciones y Suministro y se introdujeron nuevos procedimientos para garantizar que los nombramientos fueran por méritos y hubiera mayor imparcialidad.  Por consiguiente, Papua Nueva Guinea ha centralizado la contratación pública nacional bajo la supervisión de dicha Junta, que depende administrativamente del Ministerio de Hacienda y Finanzas.  La Junta "controla y regula" toda la contratación pública, excepto la de las tres juntas de licitaciones especializadas, una de las cuales se ocupa de los productos farmacéuticos (Junta de Licitaciones y Suministro de Productos Farmacéuticos), y de las grandes empresas de propiedad estatal importantes.
  La Junta Central de Licitaciones y Suministro tiene a su cargo las contrataciones públicas provinciales de valor superior a 3 millones de kina.
  Se considera que su contratación anual total, estimada en unos 260-300 millones de kina, representa una proporción pequeña del total del mercado de contratación pública.

58. Las entidades realizan sus propias contrataciones, pero deben presentar los pliegos de condiciones propuestos a la Junta Central de Licitación y Suministro para su aprobación y envío.  La Junta traslada las licitaciones a la entidad contratante para su evaluación y selección.  Puede desestimar la selección de la entidad, con sujeción al derecho de recurso ante el Defensor del pueblo.  Se está preparando un documento normalizado de licitación que incorporará los criterios normales de evaluación, pero también permitirá aplicar criterios específicos de cada proyecto.  La Junta está colaborando con el Chartered Institute of Purchasing and Supply en la formación de funcionarios.  La entidad contratante se encarga en la práctica de las contrataciones menores (contratos de menos de 100.000 kina), aunque en principio la Junta las ha de "controlar y regular".  El Consejo Ejecutivo Nacional debe aprobar los contratos de más de 10 millones de kina (antes 5 millones).  Todos los contratos de compra de 300.000 kina o más (suma que antes era de 100.000 kina) deben ser objeto de licitación de conformidad con las normas del manual de licitaciones.  Los criterios generales para la adjudicación de contratos son la rentabilidad, la calidad, la transparencia y la competencia efectiva.  Si bien en el Manual de buenas prácticas de contratación figuran directrices para determinar la oferta con el costo total más bajo, en las normas no se estipula que sea ésta la que deba obtener el contrato;  sin embargo, las autoridades indicaron que el contrato se adjudicaba al licitante que cotizaba el costo total más bajo.  El proceso de recurso se ve socavado por no estar especificado en la Ley y no hay una delimitación clara entre las funciones del Defensor del pueblo, la Junta Central de Licitación y Suministro y el Panel de Integridad al que se refieren las Instrucciones financieras.

59. Los cambios introducidos en las Instrucciones financieras en 2005 limitaron las posibilidades de uso indebido de certificados de inaplicabilidad no competitivos para eludir los procedimientos normalizados de licitación especificados en la Ley de Gestión de las Finanzas Públicas, restringiendo su aplicación a las catástrofes naturales y otras situaciones de urgencia reales aprobadas por la Junta Central de Licitación y Suministro.  La Junta también está tratando de restringir su uso a los casos en los que:  solamente haya un número limitado de posibles proveedores y sea poco probable que la convocatoria de una licitación atraiga otros licitadores (por ejemplo, la adquisición de vehículos de motor);  se necesiten proveedores en lugares remotos en los que existan pocos;  y no se hayan asignado fondos a tiempo para llevar a cabo una licitación pública.
  En 2004, la Junta Central aprobó 47 de las 70 solicitudes de dichos certificados;  sin embargo, el valor de las contrataciones abarcadas por los certificados de inaplicabilidad volvió a registrar un aumento sustancial, de 15,0 millones de kina en 2003 a 26,9 millones en 2004.  Dado que en la actualidad, se expiden más de 100 certificados cada año, su uso sigue siendo una deficiencia importante de las prácticas de contratación.
  Por otra parte, aunque no se han utilizado recientemente, se han solicitado aprobaciones ministeriales para permitir a entidades realizar y evaluar su propia contratación pública.  Además, el Ministro de Finanzas mantiene la facultad de establecer juntas de licitaciones y suministro especializadas y provinciales sujetas a sus propias normas y no a la legislación y reglamentación general sobre contratación y de eludir los procesos de contratación para contratos de menos de 0,5 millones de kina.

60. Los proveedores nacionales se benefician sistemáticamente de márgenes de preferencia del 7,5 por ciento en los contratos de 1 a 10 millones de kina.
  Los contratos de adquisición de un valor inferior a 1 millón de kina están reservados a los proveedores nacionales (que se considera que son empresas con capital social papú de un 51 por ciento por lo menos).  Los proveedores nacionales obtienen alrededor del 95 por ciento de las licitaciones;  se alienta la participación de empresas mixtas en proyectos de mayor envergadura.  Las empresas nacionales no necesitan estar registradas para presentar ofertas.  Las empresas extranjeras deben estar registradas ante la Autoridad de Fomento de las Inversiones para realizar actividades comerciales y ser empresas certificadas en Papua Nueva Guinea con arreglo a la Ley de Gestión de las Finanzas Públicas.

61. A pesar de las mejoras, la contratación pública sigue siendo ineficaz y habría que introducir nuevas reformas para mejorar los resultados y contribuir a garantizar la rentabilidad.
  El sector privado ha señalado varias deficiencias en la contratación pública, en particular:  falta de transparencia, con la consiguiente sospecha de corrupción (uso abusivo de los certificados de inaplicabilidad y de la división de contratos para favorecer a pequeñas empresas);  ausencia de documentación y procedimientos de evaluación normalizados;  escasa difusión de los contratos adjudicados;  concesión discrecional de contratos;  documentación y gestión de los contratos de escasa calidad;  y demoras en la contratación.  Las autoridades indicaron que se necesitaba asistencia técnica para ayudar a aplicar las políticas de contratación pública, incluida la formación de funcionarios.

iii) Normas y otras prescripciones técnicas

a)
Normas, pruebas y certificación
62. Papua Nueva Guinea ha mejorado su sistema de normalización y evaluación de la conformidad.  El órgano rector en la materia, el Instituto Nacional de Normas y Tecnología Industrial (NISIT), organismo gubernamental sin fines de lucro, se encarga de elaborar, adoptar, examinar y publicar las normas nacionales de Papua Nueva Guinea (Ley sobre el NISIT, de 1993).  Las normas se elaboran por consenso basándose en las indicaciones de nueve comités técnicos registrados (incluido el Comité de Unidades, Normas de Medición y Calibración), que cuentan con representantes de los sectores público y privado.  En la medida de lo posible, el NISIT examina y actualiza las normas cada tres años.  Están disponibles en forma impresa y electrónica, y el sitio Web del NISIT, creado en 2006, facilita la transparencia.  El NISIT es el servicio de información oficial de la OMC para cuestiones relacionadas con el Acuerdo OTC.  Las normas y los procedimientos de evaluación de la conformidad se publican en el Catálogo de Normas de Papua Nueva Guinea y en el Boletín Oficial.  El NISIT organiza seminarios periódicos de sensibilización para difundir las normas.  Papua Nueva Guinea tiene unas 1.200 normas nacionales, que abarcan sobre todo aplicaciones de tecnología mecánica y eléctrica.  En 2009 se publicaron normas sobre el pescado y los productos pesqueros.  El NISIT ha suscrito un memorando de entendimiento con la Oficina de Normas de Australia y la Oficina de Normas de Nueva Zelandia con fines de cooperación técnica.  Sin embargo, desde 2007 carece de director general y de consejo de administración, por lo que no ha podido desempeñar sus funciones normativas.

63. En la elaboración de normas voluntarias se aplican dos criterios posibles.  En el "proceso de adopción" se examinan todas las normas internacionales y regionales extranjeras, que se pueden adoptar en su totalidad o en parte.  Casi todas las normas de Papua Nueva Guinea se han adoptado de esta manera a partir de las normas de la ISO, de la CEI, del Codex, de Australia o de Nueva Zelandia.  Así pues, Papua Nueva Guinea ha realizado progresos sustanciales en la armonización de sus normas con las normas internacionales (cuadro III.4).  En el proceso "económico" se elaboran normas internamente recurriendo a expertos residentes en el país e involucrando a los colectivos interesados para reflejar requisitos particulares de Papua Nueva Guinea.  Solamente hay unas pocas normas de este tipo, que afectan principalmente a la construcción, el tratamiento de la madera y sus estructuras, el café verde y las aflatoxinas.  Las normas obligatorias (es decir, los reglamentos técnicos) figuran en reglamentos específicos y el NISIT las publica en el Registro de Normas Obligatorias, que se mencionan en la legislación de Papua Nueva Guinea.  Entre los reglamentos técnicos con aportaciones del NISIT figura el Reglamento de Bioseguridad (2008) y el Reglamento de Higiene Alimentaria (2007).  El NISIT ha suscrito un memorando de entendimiento con PNG Power sobre la aplicación de las normas relativas a la electricidad (fundamentalmente normas de Australia y de la CEI) y con la Comisión Independiente de Competencia  y Consumo.  En algunos casos se han adoptado directamente reglamentos técnicos de Australia, por ejemplo el Código de Lucha contra incendios de Papua Nueva Guinea.
Cuadro III.4

Armonización de las normas de Papua Nueva Guinea, 2009
(Porcentaje)

	Fuente de la norma
	Proporción (%)

	Organización Internacional de Normalización (ISO)
	14

	Comisión Electrotécnica Internacional (CEI)
	6

	Sociedad Estadounidense de Ensayos y Materiales (ASTM)
	3

	CODEX
	8

	Instituto Estadounidense del Petróleo (API)
	0

	ANSI/AWWA
	2

	Normas británicas (BSI)
	3

	Australia/Nueva Zelandia
	54


Fuente:
Chenyang y Scollay (2009), IAP Peer Review Report 2009 Papua Nueva Guinea, pp. 83-84.  Consultado en http://www.apec-iap.org/document/PNG_2009_2009_SOM2_014anx2_IAP_Review_Study_Report_ Peer_Review.pdf.

64. Los laboratorios se acreditan mediante el Programa de Acreditación de Laboratorios de Papua Nueva Guinea, administrado por el NISIT.  Dicho Programa es muy parecido al sistema australiano y se está preparando para la acreditación del Sistema conjunto de acreditación de Australia y Nueva Zelandia (JAS-ANZ) como órgano de evaluación de la conformidad.  También se está evaluando en el marco de la Cooperación de Asia y el Pacífico para la Acreditación de Laboratorios de Ensayo (APLAC).  El Plan de Acreditación ha adoptado normas internacionales (ISO/CEI 17025) y la acreditación se debe renovar cada tres años.  Hay 15 laboratorios acreditados;  11 se ocupan de pruebas de material de construcción y el resto de pruebas químicas.  El Laboratorio de Metrología del NISIT es el único laboratorio de calibración de Papua Nueva Guinea acreditado por la Asociación Nacional de Organismos de Pruebas de Australia.

65. El Servicio de Certificación de Papua Nueva Guinea, establecido en 2006 y administrado por el NISIT, constituye el sistema nacional de auditoría y certificación de empresas y organizaciones.  En la actualidad certifica los sistemas de gestión para las cuatro normas internacionales:  calidad (ISO 9000), medio ambiente (ISO 14000), alimentos (ISO 22000) y Análisis de riesgos y puntos críticos de control (HACCP4).
66. El NISIT aceptó en septiembre de 2006 el Código de Buena Conducta para la Elaboración, Adopción y Aplicación de Normas que figura en el Anexo 3 del Acuerdo sobre Obstáculos Técnicos al Comercio.  Además de ser miembro de la ISO, la CEI y el Codex, Papua Nueva Guinea, a través del NISIT, es miembro de pleno derecho de la Cooperación de Asia y el Pacífico para la Acreditación de Laboratorios de Ensayo (APLAC), el Foro de Metrología Legal de Asia y el Pacífico (APLMF), el Congreso de Normalización de la Región del Pacífico (PASC) y el Programa de Metrología de Asia y el Pacífico (APMP).  En 2007, el NISIT se convirtió en miembro asociado de la Cooperación para la Acreditación del Pacífico (PAC).  Papua Nueva Guinea, a través del NISIT, trata de establecer acuerdos de reconocimiento mutuo y desde 2006 ha participado en la elaboración del acuerdo de reconocimiento mutuo del APEC para el sector de la alimentación.  También está interesada en participar en la Parte 1 de los acuerdos de reconocimiento mutuo del APEC relativos a los equipos eléctricos y electrónicos.

b)
Reglamentación sobre la salud, sanitaria y fitosanitaria
67. La Autoridad Nacional de Inspección y Cuarentena Agropecuaria (NAQIA) aplica las medidas de cuarentena de Papua Nueva Guinea (Ley sobre NAQIA de 1997).  Procura establecer medidas de cuarentena para la importación basadas en evaluaciones del riesgo de plagas utilizando las normas internacionales para cumplir sus obligaciones multilaterales.  Al parecer se ha relajado la tolerancia cero, pasándose a un "nivel aceptable de protección" basado en el estado patológico y una evaluación caso por caso.  Parece que las prescripciones sanitarias y fitosanitarias son más restrictivas en el caso de los animales y los peces vivos.  Sin embargo, debido a que se dispone de recursos muy limitados, hay un gran retraso en las solicitudes de permisos de exportación de los interlocutores comerciales, que se tramitan por orden de llegada en la medida en que lo permiten los recursos.  Debido a unas instalaciones insuficientes para la realización de pruebas de laboratorio, con frecuencia se utiliza la prohibición de importar en lugar de restricciones.  Las autoridades señalaron que necesitaban asistencia técnica en la esfera sanitaria y fitosanitaria, especialmente para la puesta al día de los laboratorios y la formación de personal.

68. En los 20 puertos más importantes se mantienen de manera permanente servicios de inspección de cuarentena, mientras que en los puertos secundarios se realizan cuando es necesario.  Debido a la carencia de espacio adecuado, las inspecciones se suelen llevar a cabo fuera del muelle, en zonas destinadas a la cuarentena.  En principio se deben inspeccionar todos los envíos de importación, pero la inspección se puede pasar por alto si se sabe que el riesgo es bajo.
iv) Política y leyes relativas a la competencia y la protección del consumidor
69. El Gobierno respalda una mayor competencia en sectores básicos de servicios para aumentar la eficacia, reducir los precios, mejorar la calidad y promover la innovación.
  La Comisión Independiente de Competencia y Consumo (ICCC), creada en 2002 (Ley de la ICCC, 2002), promueve la competencia, el comercio leal y la protección del consumidor;  la eficiencia económica;  las inversiones;  y la ética comercial.
  Aplica la política de competencia, especialmente como órgano de reglamentación económica de los siguientes servicios públicos objeto de monopolio estatal:  electricidad, puertos, servicios postales, seguro para terceros de los vehículos automóviles (obligatorio), servicios de abastecimiento de agua y alcantarillado en Port Moresby (Port Moresby Water and Sewerage Ltd, que comercia con el nombre de Eda Ranu Ltd) y en otras partes (PNG Waterboard), y hasta hace poco los de telecomunicaciones (capítulo IV 6) i)).  Las autoridades indicaron que se requería asistencia técnica para la aplicación y observancia de la política de competencia, incluida la legislación.
a)
Funciones normativas
70. La ICCC controla directamente las empresas estatales, suministrando servicios mediante contratos de una duración no superior a 10 años en los que se estipulan los precios y los niveles de calidad (partes 3 y 4 de la Ley de la ICCC).  Los marcos normativos de la ICCC figuran en estos contratos de un alcance potencialmente amplio y en diversas leyes y códigos de prácticas de la industria (recuadro III.3 y capítulo IV).  El régimen normativo tiene por objeto garantizar que las empresas de servicios públicos realicen suficientes inversiones para mejorar las instalaciones, establezcan tarifas que reflejen los costos económicos del suministro, obtengan beneficios apropiados y presten los servicios con el nivel de calidad necesario.
	Recuadro III.3:  Contratos normativos en virtud de la Ley sobre la ICCC

Los contratos normativos suscritos por el Ministro o la ICCC deberán (artículos 34 y 35):

a)
tener una duración máxima de 10 años;

b)
regular los precios durante el período contractual;

c)
especificar las normas aplicables a la prestación de los servicios y los pagos que se han de efectuar a los clientes y a otras personas (mediante descuentos o de otra manera) o las reducciones de los precios que se pueden imponer si no se cumplen las normas;  y

d)
especificar un proceso de sustitución del contrato a su vencimiento, con inclusión de las políticas de precios y los principios que se han de adoptar.

Los contratos normativos pueden servir para regular los precios cuando lo considere apropiado el Ministro o la Comisión, en particular mediante:

a)
fijación del precio o la tasa de aumento o disminución;

b)
fijación del precio máximo o la tasa máxima de aumento o mínima disminución;

c)
fijación del precio medio o la tasa media de aumento o disminución;

d)
especificación de las políticas y principios en materia de precios;

e)
especificación de un precio determinado mediante referencia a un índice general de precios, los costos de producción, la rentabilidad de los bienes empleados o cualquier otro factor específico;

f)
especificación de un precio determinado con referencia a la cantidad, el lugar, el período u otro factor específico pertinente al suministro;  y

g)
fijación de unos beneficios máximos o una tasa máxima de aumento o mínima de disminución.

En los contratos normativos también se puede:

a)
especificar las condiciones relativas a los precios;

b)
establecer cómo ha de realizar un cálculo o resolver una cuestión la ICCC;

c)
pedir a la entidad reglamentada que facilite cierta información a la ICCC, los clientes u otras personas;  y

d)
especificar las restricciones o limitaciones sobre la manera en que ejerce sus funciones la ICCC o cualquier otra entidad legal;  y las facultades legislativas sobre la entidad reglamentada o los proveedores de los bienes y servicios reglamentados.

En los contratos normativos suscritos por la ICCC se tendrán en cuenta, además de sus objetivos legislativos (artículo 35):

a)
los intereses comerciales legítimos de la entidad reglamentada, sus proveedores y sus clientes;

b)
las circunstancias particulares de las industrias en las que actúa la entidad reglamentada;

c)
la naturaleza y los usos del bien o servicio reglamentado;

d)
los costos de la preparación, producción y suministro del bien o servicio reglamentado;

e)
los costos de la observancia de las leyes y prescripciones reglamentarias aplicables;

f)
el rendimiento de los bienes necesario para sostener inversiones pasadas y futuras en la industria pertinente;

g)
los puntos de referencia internacionales pertinentes para los precios, los costos y la rentabilidad de los bienes en industrias comparables, teniendo en cuenta las circunstancias de Papua Nueva Guinea;

h)
las repercusiones financieras del contrato para la entidad reglamentada y para las industrias pertinentes;

i)
los factores especificados por esta legislación o cualquier otra.

Fuente:  Ley de la ICCC, 2002.


71. Las entidades con participación o control mayoritarios del Estado (incluidas las que llevan privatizadas menos de tres meses) pueden ser "declaradas" sujetas a reglamentación por el Tesorero (artículo 32 de la Ley de la ICCC).  La ICCC también puede "declarar" sujeta a reglamentación cualquiera de dichas entidades en el ámbito de una industria reglamentada o cualquier bien o servicio de una entidad reglamentada cuando la entidad tenga un "grado sustancial" de poder en el mercado (concepto no definido) y cuando ello se ajuste a sus objetivos legislativos (artículo 33).
b)
Legislación en materia de competencia
72. Las normas de conducta del mercado prohíben varios tipos de comportamiento o acuerdos comerciales, incluso por parte de las entidades de propiedad estatal, debido a que perjudican la competencia (parte 6 de la Ley de la ICCC).  Están prohibidos:  los contratos, acuerdos o entendimientos que "menoscaben sustancialmente la competencia";  los acuerdos de exclusión entre competidores para impedir o limitar las transacciones con otro competidor (es decir, el boicoteo directo);  los acuerdos de fijación de precios entre competidores;  la utilización de un poder "sustancial" en el mercado de manera anticompetitiva, es decir, para restringir la entrada de competidores, impedir o disuadir la conducta competitiva o eliminar un competidor;  y la imposición de precios de reventa.  La ICCC puede autorizar estas prácticas si considera que generaría suficientes beneficios públicos para contrarrestar los efectos anticompetitivos (artículo 70).  Las partes que propongan tales prácticas anticompetitivas deben obtener la autorización de la ICCC;  por ejemplo, a finales de 2008, tras una consulta pública, la ICCC autorizó un acuerdo de códigos compartidos entre Airlines PNG y Pacific Blue en la ruta Port Moresby/Brisbane, por considerarlo favorable a la competencia (capítulo IV 6) iv) a)).
73. Las fusiones o adquisiciones que "menoscaban sustancialmente" la competencia en el mercado pertinente están prohibidas y deben recibir la aprobación de la ICCC.  Cuando se le solicita, la ICCC puede autorizar una propuesta de fusión o adquisición (artículo 81), si tiene la certeza de que no menoscabará sustancialmente la competencia o el convencimiento de que producirá beneficios públicos positivos que contrarresten los efectos anticompetitivos (artículo 82).  La autorización consta de dos etapas:  la ICCC evalúa los efectos anticompetitivos de la fusión o adquisición propuesta;  si comprueba que menoscaban sustancialmente la competencia, determina si la concede en aras del beneficio público.  La ICCC también realiza investigaciones posteriores a la fusión para garantizar su legalidad.
74. La ICCC vela por el cumplimiento de la legislación en materia de competencia investigando las supuestas infracciones y aplicando medidas correctivas.  Examina las reclamaciones para evaluar si hay presunción de ilegalidad.  En caso afirmativo, realiza un análisis detallado.  Entre las medidas correctivas está la puesta en marcha por la ICCC de acciones judiciales ante el Tribunal Nacional para:  imponer sanciones pecuniarias (de hasta 10 millones de kina por contravención);  dictar mandamientos judiciales para limitar la conducta ilícita;  ordenar la cesión de los bienes adquiridos ilegalmente;  y prohibir a los particulares ocupar puestos de director o administrador de la empresa por un período de hasta cinco años.  También están permitidas las acciones legales privadas para solicitar mandamientos judiciales (en casos distintos de las fusiones y adquisiciones) o la reparación de los daños derivados de actividades ilegales.  Solamente se han encontrado ilícitas dos fusiones y adquisiciones propuestas.
  La ICCC ha perseguido el abuso de la posición dominante en el mercado y la fijación de precios;  ahora está investigando denuncias relativas a transacciones en exclaves.  Cuando se constata que hay infracciones, la ICCC advierte a las partes que deben interrumpir tal conducta.  No se ha producido ningún litigio privado por infracciones de la legislación en materia de competencia.
c)
Encuestas públicas
75. La ICCC ha realizado exámenes oficiales del transporte aéreo, la navegación costera, la carga y descarga, los seguros generales, el turismo, el comercio al por mayor y al por menor y el abastecimiento de agua y el alcantarillado;  las solicitudes pueden proceder del ministro competente o del Parlamento (artículo 124);  la ICCC puede iniciar por sí misma tales exámenes.  Los exámenes consisten en encuestas públicas, con la publicación previa por la ICCC de un documento de exposición de los problemas, seguida de un proyecto de informe para que el público formule observaciones al respecto.
v) Control y fiscalización de los precios

76. Determinados bienes y servicios declarados "esenciales" están sujetos al control (artículo 21) o la fiscalización de los precios (artículo 32) en beneficio de los consumidores (Ley sobre la Reglamentación de los Precios, capítulo 320).  La ICCC administra estas medidas mediante órdenes generales sobre los precios.  En la actualidad sólo fiscaliza trimestralmente los precios de la harina, el arroz (blanco y moreno) y el azúcar en fábrica.  Todos los precios se han desreglamentado en los últimos años, incluidos los del pescado y la carne en conserva, así como los márgenes de la venta al por mayor y al por menor de la harina, el agua y el azúcar.  Dichos márgenes sobre los combustibles están controlados, pero la ICCC está examinando ahora los mecanismos de fijación de precios de los combustibles para su aplicación en el nuevo período de reglamentación, que comienza en 2010.  Los precios de los combustibles (gasolina, gasóleo y keroseno), las tarifas de los vehículos de motor públicos y de los taxis y las tasas del abastecimiento de agua y el alcantarillado están controlados directamente por la ICCC, que debe aprobar cualquier aumento.  También fiscaliza los gastos de carga y descarga y de manipulación.
vi) Empresas estatales y privatización

77. Las empresas estatales dominan numerosas industrias básicas de infraestructura de servicios, como la electricidad, las telecomunicaciones, la aviación, el abastecimiento de agua y el alcantarillado, los servicios postales y los puertos.  Si mejorara la eficiencia de esas empresas aumentaría considerablemente la competitividad y los resultados económicos de Papua Nueva Guinea.  Las entidades estatales dominantes ineficientes siguen representando un lastre para el crecimiento económico y las finanzas nacionales.
  Por consiguiente, es importante reformar las entidades estatales mejorando la rendición de cuentas, fortaleciendo su gobernanza y abriendo a la competencia los servicios dominados por el sector público, como el transporte aéreo, los puertos y la electricidad.
  El Gobierno participa en el capital, normalmente con inversores extranjeros, en los sectores del petróleo, el gas y la minería y al parecer en algunas explotaciones agropecuarias y actividades de elaboración de alimentos.
78. El programa de privatización de Papua Nueva Guinea ha avanzado con lentitud.  El ambicioso programa anterior del Gobierno, que comprendía la cesión de PNG Banking Corporation, Telikom PNG Limited, PNG Harbours Limited, Motor Vehicles Insurance Limited y Air Niugini Limited, se suspendió en agosto de 2002 con el refrendo por el Consejo Ejecutivo Nacional de un examen amplio.  Solamente se había cedido la PNG Banking Corporation, que se fusionó con el South Pacific Bank.  La política gubernamental sobre cesiones parece basarse ahora en el mantenimiento de una participación sustancial del Gobierno en el capital y la sustitución de la privatización por "asociaciones" entre los sectores públicos y privados, como en la venta en 2008 del 50 por ciento de BMobile, filial de teléfonos móviles de Telikom (capítulo IV).  Los malos resultados de las empresas estatales siguen siendo un obstáculo importante para el desarrollo del sector privado, al elevar los costos y dañar la competitividad;  esta situación mejoraría con cierta participación del sector privado.

79. La Corporación Independiente de Empresas Públicas de Papua Nueva Guinea (IPBC), creada en 2002, rinde cuentas al Parlamento.  Mantiene la mayor parte de los activos comerciales estatales en fideicomiso con objeto de mejorar sus resultados comerciales (Ley de la IPBC de 2002, modificada).
  Sucedió a la Comisión de Privatización cuando se abolió la Ley de Privatización (1999) y en 2007 tenía un activo neto por un valor de 1.700 millones de kina.  También supervisa las iniciativas de privatización del Gobierno.  La IPBC es la sociedad interpuesta para representar la participación del Gobierno con un 19,4 por ciento en el proyecto de GNL dirigido por ExxonMobil (capítulo IV).
80. La ICCC ha examinado los contratos normativos de las empresas propiedad del Estado para complementar su transición hacia la comercialización en un entorno favorable a la competencia y ha formulado recomendaciones al Ministerio de Hacienda y Finanzas.
  El más reciente fue el examen del contrato normativo de la empresa PNG Harbours en 2009, que preveía acuerdos de fijación de precios de transición.  Se sustituyó la fijación de precios uniformes por un sistema de precios basado en los costos, que se consideró necesario para permitir a la empresa PNG Ports Corporation Ltd (PNG Ports) emprender obras de infraestructura en sus instalaciones portuarias y seguir operando en los puertos con pérdidas.  Los próximos exámenes se llevarán a cabo sobre el contrato normativo de los servicios postales, el contrato normativo del seguro obligatorio para terceros de los vehículos automóviles y el contrato normativo de la electricidad.
vii) Juntas de comercialización de productos agropecuarios

81. Los principales cultivos de árboles de exportación están administrados por juntas oficiales de comercialización, que presentan sus informes al Gobierno por conducto del Ministro de Agricultura, pero que mantienen su autonomía por medio de juntas controladas por los cultivadores.  Las principales juntas son la Junta del Cacao, la Corporación de la Industria del Coco (que sustituyó la Junta de Comercialización de la Copra en mayo de 2002), la Corporación de la Industria del Café, la Junta de la Industria de las Especias, la Corporación de la Industria de la Palma Aceitera y la Corporación de la Industria del Caucho de Papua Nueva Guinea (capítulo IV).  Las juntas se establecen mediante leyes que otorgan amplios poderes, en particular en los siguientes ámbitos:  recaudación de gravámenes de los cultivadores, exportadores e importadores para financiar las operaciones, incluidos los planes de estabilización de los precios;  control de las ventas, incluidas las exportaciones, y de la concesión de las licencias conexas a los comerciantes y vendedores;  establecimiento de normas de calidad, realización de inspecciones y certificación de las exportaciones;  prestación de servicios de asesoramiento agrario;  y asistencia financiera a los cultivadores, por ejemplo para rehabilitar cultivos.  Las autoridades indicaron que todos los planes de estabilización de los precios y los gravámenes correspondientes de los cultivadores habían cesado algún tiempo antes.  El Gobierno concede subvenciones periódicamente, por ejemplo, desde 2008 ha destinado 2 millones de kina al año a la Junta del café.  Las funciones de comercialización están a cargo de operadores privados con licencia, excepto en el caso del caucho, que sigue siendo la única industria controlada y administrada por el Estado.
  La eficacia y la justificación de tales juntas de comercialización son discutibles y es posible que impidan el desarrollo de la agricultura.
viii) Derechos de propiedad intelectual

82. Desde su último examen, Papua Nueva Guinea ha adoptado iniciativas importantes para aplicar un sistema amplio y eficaz de protección de la propiedad intelectual.  Después de 2005 ha examinado y modificado la legislación antigua, especialmente la Ley de Marcas de Fábrica o de Comercio (en vigor desde 1980), así como la Ley de Patentes y Dibujos y Modelos Industriales de 2000 y la Ley de Derecho de Autor y Derechos Conexos de 2000 (ambas en vigor desde 2002).  Estas reformas, en espera de la expedición de certificados de necesidad por la Fiscalía General, comprenden lo siguiente:  modificación de la Ley de Marcas de Fábrica o de Comercio, para añadir posiblemente las indicaciones geográficas, así como medidas de control en la frontera y marcas muy conocidas, y para plasmar el Protocolo de Madrid, al que desea adherirse Papua Nueva Guinea
;  incorporación de las disposiciones del Tratado de cooperación en materia de patentes (Papua Nueva Guinea se incorporó en junio de 2003) y de las licencias obligatorias a la Ley de Patentes y Dibujos y Modelos Industriales;  y autorización del establecimiento de organizaciones de administración colectiva en la Ley de Derecho de Autor y Derechos Conexos (Reglamento de Derecho de Autor y Derechos Conexos (Organizaciones de Administración Colectiva)).  En un estudio se está examinando la viabilidad de establecer dichas organizaciones en Papua Nueva Guinea.  Las autoridades opinan que las modificaciones de la Ley de Marcas de Fábrica o de Comercio la pondrán en conformidad con el Acuerdo sobre los ADPIC y que las otras dos leyes ya lo están.  Papua Nueva Guinea todavía no ha ratificado el Tratado de Singapur sobre el Derecho de Marcas.

83. La legislación sobre propiedad intelectual está administrada por la Oficina de la Propiedad Intelectual de Papua Nueva Guinea (IPOPNG), que opera un sistema de concesión y registro de derechos de propiedad.  La Organización Mundial de la Propiedad Intelectual (OMPI) instaló en 2006 un sistema de automatización de la propiedad intelectual (IPAS) a fin de automatizar totalmente el registro de marcas de fábrica o de comercio y la administración de la tramitación de patentes y dibujos y modelos industriales.  La base de datos de la IPOPNG cuenta con más de 19.000 marcas de fábrica o de comercio registradas.  La Oficina de Propiedad Intelectual de Australia ayuda a la IPOPNG en la búsqueda y el examen sustantivo para las solicitudes de patentes, en virtud de un acuerdo de cooperación alcanzado en 2003 y renovado en 2009.  La IPOPNG concedió su primera patente en febrero de 2005, y con la ayuda de la OMPI está estudiando la posibilidad de establecer un centro de información sobre patentes, pero está preocupada por las implicaciones financieras.  Los programas de computadora y las bases de datos están protegidos en virtud de la legislación sobre derecho de autor como obras derivadas.  Con la ayuda de la OMPI, la IPOPNG ha redactado una estrategia nacional en materia de propiedad intelectual para su examen por el Gobierno.  En abril de 2008 se restableció el Comité Nacional de Derechos de Propiedad Intelectual como órgano consultivo, asesor y de examen para todos los asuntos normativos y legislativos relativos a la propiedad intelectual, incluida la observancia.

84. La observancia sigue constituyendo un desafío importante, ya que Papua Nueva Guinea tiene que hacer frente a un aumento generalizado de la importación, reproducción y venta de mercancías falsificadas y pirateadas.  La Comisión Tributaria y el Servicio de Aduanas han introducido medidas normativas para ayudar a los titulares de derechos de propiedad intelectual a hacer valer sus derechos en la frontera (parte VI del Reglamento de Aduanas (Importaciones Prohibidas), capítulo 101).  Los titulares de derechos pueden pedir al Servicio de Aduanas que suspenda el despacho de las mercancías importadas que se sospecha que son ilegales, pero deben presentar pruebas que fundamenten la presunción.  El Servicio de Aduanas también puede iniciar dicha acción de oficio, siempre que el titular del derecho esté registrado en dicho Servicio y haya firmado una renuncia que lo proteja de acciones judiciales derivadas de tal retención;  en 2008 había solamente tres titulares de derechos registrados.  El Servicio de Aduanas y la IPOPNG firmaron en 2010 un memorando de entendimiento para facilitar la coordinación y el intercambio de información.  Las importaciones paralelas no están prohibidas.
85. Las autoridades indicaron que se necesitaba una asistencia técnica sustancial a fin de mejorar la capacidad de Papua Nueva Guinea para aplicar la legislación en materia de propiedad intelectual, incluida la observancia.
� Las decisiones recurribles abarcan la clasificación arancelaria, la valoración, los derechos fijados, las resoluciones en materia arancelaria y la imposición de sanciones administrativas e intereses punitivos.  El Tribunal de Examen del Servicio de Aduanas no ha entrado todavía en funcionamiento, por estar pendiente el nombramiento de sus miembros.


� Los corredores deben poseer una licencia expedida por el Servicio de Aduanas y ser nacionales del país (la legislación laboral prohíbe la contratación de nacionales extranjeros como corredores).


� PNG Department of Treasury (2003) y Scollay (2007b).


� Scollay (2007b).


� Scollay (2007b), página 10.


� Scollay (2007b).


� PNG Department of Treasury (2003) y Scollay (2007b), página 80.


� PNG Department of Trade and Industry (sin fecha).


� Los tipos se redujeron progresivamente hasta pasar al 25 por ciento, el 35 por ciento y el 50 por ciento en el período 2001-2002, respectivamente, y al 20 por ciento, el 30 por ciento y el 45 por ciento en 2003-2005.


� Se suprimió el arancel del 25 por ciento sobre las judías destinadas a preparar judías cocinadas en conserva.


� Scollay (2007b).  Los impuestos sobre el consumo se aplican específicamente a las importaciones, además del arancel y con independencia de él.


� En los promedios arancelarios se excluyen varias partidas no ad valorem que están consolidadas a tipos específicos, estimándose que algunas de ellas tienen equivalentes ad valorem muy elevados, por ejemplo hasta el 300 por ciento que soportan los cereales, las bebidas y el tabaco.


� Scollay (2007b), página 59.


� PNG Department of Treasury (2003) y Scollay (2007b), página 76.


� PricewaterhouseCoopers, capítulo 17.


� Chenkang y Scollay (2009), página 26.  El tipo uniforme del impuesto a la exportación sustituyó el tipo progresivo a partir de 2007, cuando se introdujo también el gravamen sobre la explotación de trozas para exportación.  El tipo impositivo único contribuyó a "proteger" a los exportadores de las importantes fluctuaciones de los tipos de cambio del kina;  en el momento del cambio, el tipo impositivo medio del sistema progresivo era del 38 por ciento, pero si se hubiera mantenido, sería en promedio de alrededor del 15 por ciento.


� El tipo específico sustituyó los tipos ad valorem progresivos percibidos sobre el valor f.o.b. de las trozas.


� Los Miembros de la OMC prorrogaron el período de transición de Papua Nueva Guinea para la eliminación de las subvenciones a la exportación otorgadas en el marco de este Programa hasta el 31 de diciembre de 2010 (documento G/SCM/86/Add.7 de la OMC, 27 de noviembre de 2009).  Papua Nueva Guinea tiene previsto eliminar el Programa para el final de 2014 a fin de cumplir sus compromisos en el marco de la OMC (documento G/SCM/N/192/PNG de la OMC, 10 de agosto de 2009).


� Otros impuestos directos son el impuesto en origen sobre los dividendos, el impuesto en origen sobre los intereses y el impuesto sobre el juego.


� El impuesto sobre los beneficios adicionales era del 35 por ciento para los ingresos de la minería y del 50 por ciento para los del petróleo, y gravaba los beneficios que excedieran del 20 y el 27 por ciento respectivamente, una vez recuperada totalmente la inversión.


� También se aplican retenciones de impuestos en la fuente a los pagos de intereses (15 por ciento), a los gastos de administración (17 por ciento), a los cánones por el uso de propiedad intelectual (30 por ciento), a determinados contratistas (12 por ciento), a los fletes marítimos (2,4 por ciento) y a las primas de seguros (4,8 por ciento) pagadas a personas físicas o entidades no residentes.  En algunos casos se reducen los tipos impositivos si el no residente es residente en un país con el que Papua Nueva Guinea tiene un acuerdo sobre doble imposición.


� El gravamen minero se calcula utilizando una fórmula (artículo 160 F) de la Ley del Impuesto sobre la Renta) con objeto de obligar a las empresas a pagar una suma semejante a los derechos de importación que se pagaban en 1998, antes de su sustitución por el IVA.


� Cuando se aplica también el gravamen de explotación, el canon que pagan las empresas petroleras se admite como crédito tributario y no como deducción fiscal.


� El seguro de vida está exento del impuesto sobre bienes y servicios.


� También se benefician de un tipo nulo:  el suministro de bienes (excluidos los vehículos) o servicios utilizados exclusivamente por una empresa de recursos;  los nuevos metales finos (oro o platino "puros") suministrados por el refinador a un vendedor de metales finos con fines de inversión o a un joyero con fines de fabricación de joyas;  y el petróleo crudo suministrado por quien realiza la explotación para su refinado.


� El tope semestral se redujo a partir de 2005 a la mitad, pasando del 5 al 2,5 por ciento.


� Las otras son la Junta de Licitaciones y Suministro de Infraestructuras de Bougainville y la Junta de Licitaciones y Suministro del proyecto de Reconstrucción de la península de Gazelle.


� En cada provincia hay una junta de contratación provincial que se encarga de los contratos menores.  La división de las licitaciones para eludir esa cantidad está prohibida.  Son muy pocas las contrataciones provinciales que superan los 3 millones de kina.


� Las juntas de licitaciones especializadas se deben resolver de las reclamaciones internamente, con posibilidad de recurso ante el Defensor del pueblo.  En el Manual de buenas prácticas de contratación se estipula que la Junta Central de Licitación y Suministro debe supervisar las reclamaciones, con posibilidad de recurso ante el Panel de Integridad (Banco Mundial, 2006).  Este Panel independiente examina las reclamaciones no resueltas contra las recomendaciones formuladas por las juntas de licitaciones especializadas y la Junta Central para vetar a proveedores.


� Para las obras o bienes de mantenimiento, la Ley y las Instrucciones financieras establecen que el Ministerio de Hacienda y Finanzas puede autorizar contratos con arreglo a certificados por un valor de hasta 500.000 kina sin abrir una licitación pública.


� Según las autoridades, no está claro quién es el responsable de declarar la existencia de las situaciones de urgencia en las que se han de basar los certificados de inaplicabilidad.


� Los márgenes de preferencia no están especificados en la legislación y son objeto de una discreción considerable, por lo que podrían ser superiores en algunas circunstancias.


� Banco Mundial (2006), página 14.


� Government of PNG (2010b), página 69.


� La ICCC, formada a partir del Consejo de Asuntos de los Consumidores y la Sección de Control de Precios del Ministerio de Hacienda, rinde cuentas al Parlamento.


� Se trata de una propuesta de fusión en 2004 entre Datec y Daltron Electronics y de una propuesta de adquisición en 2009 de los activos de aprovisionamiento de combustible de aviación de Shell Oil Products Ltd por InterOil Ltd. en el aeropuerto Jacksons.


� BAsD (2010), página 245.


� BAsD (2010), página 275.


� Ministro de Hacienda (2006).


� Su cartera está formada por Air Nuigini, Eda Ranu, Kroton Nº 2, Motor Vehicle Insurance, Banco de Desarrollo Nacional, PNG Ports Corporation, PNG Power, PNG Waterboard, Post PNG y Telikom PNG.


� PNG Government (2010b), página 69.


� Estas Juntas también tienen como miembros a representantes del Gobierno.


� Documento IP/N/1/PNG/2 de la OMC, de 15 de noviembre de 2005.  Las autoridades indicaron que la adopción de indicaciones geográficas no era una prioridad y que, dado que la IPOPNG no tenía experiencia en su administración, estas disposiciones previstas se podían sustituir por marcas de certificación, que consideraban que desempeñaban la misma función.





